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Resumen
Es cierto que durante los últimos años unos abogados mediocres y también una sociedad de más alto nivel han formado del abogado una imagen pública como las de un ser codicioso vendedor de palabras o descarado prestidigitador de la verdad y de la justicia. Y este es el punto principal de esta tesis: proyectar una iniciativa en la vida profesional del abogado que se tiene que cambiar para acreditar la buena imagen y un prestigio digno que debe tener el profesional del derecho.
Independientemente de lo económico, es declarar insistentemente, porque muchos abogados sólo sirven para envenenar, dispersar y aún para prostituir la profesión del derecho. Un abogado no se cotiza como tal por su actuación social, o por su poder económico, sino más bien por su trabajo y las cualidades de honestidad, austeridad y eficiencia en él ejercitadas. 
Por lo anteriormente plasmado en la presente, llegamos a la conclusión de que, si alguien pretende ser un buen abogado, no basta con saber de leyes, reglamentos, procedimientos judiciales, etc. hay que dejar el corazón, la responsabilidad y la razón en el litigio jurídico para que el objetivo sea exitoso, lo que no significa que siempre se gane, sino que se hayan usado en cada caso, las mejores acciones o recursos disponibles, manipulados de un modo adecuado, sin sentir rencores por el abogado oponente, que también está luchando en la defensa de su cliente de igual manera.
En resumidas cuentas el deber del abogado es coadyuvar al cliente en el seguimiento responsable dentro de su proceso judicial correspondiente, buscándole siempre la justica y la equidad; valores que se han perdido con el transcurso del tiempo exponiendo al practicante del derecho en una condición de frivolidad, mentira, usura y falta de compromiso con su labor. 
Profesión muy digna en el ámbito social, porque es a través del abogado el que busca y encuentra la Justicia como medio para la individualización y socialización con la finalidad de establecer un orden legítimo dentro de un estado de derecho.


Introducción
El abogado se debe a sí mismo y a su estudio ético-profesional con el objetivo de alcanzar los niveles de la justicia otorgada por la ley, de acuerdo una conducta íntegra y ceñida a los parámetros de lo moral, de la equidad, separando de sus propios intereses con tal de favorecer plenamente aquellos del cliente que son siempre la finalidad de su profesión. 
El presente trabajo tiene como fin primordial explicar la actuación civil del practicante del derecho dentro de la difícil tarea de defender a una de las partes (actor y demandado) en un litigio judicial, tomando en cuenta las siguientes características: 
A) Preparación académica.- refiriéndose al estudio y experiencia en la rama del derecho, un factor importante no solo al conocimiento sino también a los tiempos necesarios en que se aplica la cuestión judicial. 
B) Actualización.- es el ofrecimiento a los clientes del abogado nuevas perspectivas y ágiles para la resolución de sus litigios judiciales.
C) Subsistente.- es decir, tomando en cuenta los preceptos anteriores, el abogado debe tener la tenacidad de resolver el problema jurídico desde el principio hasta su total terminación y apegado a derecho.
D) El pago.- consistente en los honorarios que el abogado cobrará al cliente por el trabajo realizado fundamentándose en las normas arancelarias correspondientes sin llegar a la usura.
Es importante tomar en cuenta que el profesional del derecho necesita tener el conocimiento y la experiencia en el litigio para ofrecerle a su representado una disyuntiva válida conforme a la legalidad. Por tal motivo debe hacer conciencia si desea iniciar o no el procedimiento encomendado.
En la actualidad la abogacía como profesión ha decaído como prestigio; al abogado se le acredita por ser irresponsable, usurero por cobrar honorarios muy costosos por el litigio realizado incluso no terminado.
Punto importante del deber ético del abogado es el salvaguardar los documentos, bienes muebles, bienes inmuebles y la vida privada de sus clientes. Relativo a esta obligación debemos tomar en cuenta algunos principios fundamentales:
1.- Principio de consentimiento: el cliente debe dar su aprobación para dar a su abogado titular los elementos necesarios para el cumplimiento del juicio.
2.- Principio de lealtad: el abogado no debe ni puede utilizar medios engañosos o fraudulentos para recabar los datos o medios indispensables para el litigio.
3.- Principio de admisión: los datos que pedirá el abogado al cliente deben ser los necesarios y exclusivamente utilizados para el caso concreto.
4.- Principio de responsabilidad: el abogado titular debe estar obligado a proteger los intereses, bienes y documentos que estén bajo su custodia y devolverlos al término de su actividad con su cliente.
Se debe estar a la expectativa del estudio de la responsabilidad civil de los abogados frente a sus clientes, en los casos en que hayan sufrido daños y perjuicios como consecuencia de una negligente praxis profesional en los procedimientos judiciales en nuestro estado. En este caso el abogado actual debe prepararse y actualizarse de la mejor manera posible para encontrar distintos escenarios de desempeño profesional para darle al cliente la tranquilidad necesaria para afrontar un juicio de la mejor manera posible y así dar un paso más hacia la resolución rápida, eficiente y apegada a derecho.
Debido a lo anterior comenta la maestra española María del Cármen Crespo Mora: Pese a que mucho tiempo los abogados gozaron de cierta inmunidad recientemente existen abundantes sentencias en las que se declara la responsabilidad civil de los abogados, que demuestran que han dejado de ser intocables. Aunque son muchas las cuestiones analizadas en este artículo, destaca el estudio detallado de los daños que puede provocar el abogado negligente y, en concreto el daño denominado “pérdida de la chance”.
Por otro lado, estamos frente a la falta de ética profesional del abogado negligente y, en concreto, el daño denominado “a profesional pudiendo detectar distintos procederes de algunos legistas en el procedimiento: el agilizador que, con el fin de evitar un juicio, decide abordar cualquier precio o arreglo con la contraparte provocándole en ocasiones un prejuicio al cliente dando como resultado un encausamiento legal dudoso por parte del abogado. Encontramos también al abogado negligente, que al no estar preparado para un juicio en concreto, realiza acciones inadecuadas provocando la afectación del cliente. No obstante debemos reconocer al abogado profesional, el que se interesa en las pretensiones de su cliente, y lo representa todo el procedimiento; tomando en cuenta que pone atención a los fundamentos de la contraparte resultando en la mayoría de los casos un juicio favorable para su defendido.
Y ante todas estas particularidades de falta de valores éticos del abogado, ¿qué garantías tiene la sociedad de emplear a uno de ellos con cualidades que los defiendan con apego a derecho? Contamos con despachos jurídicos reconocidos, para darnos una perspectiva segura de encaminar nuestros asuntos judiciales, pero, ¿a qué costo monetario? Los defensores de oficio por la gran cantidad de asuntos ¿tendrán la oportunidad y el tiempo necesarios para llevar a cabo un grado de seguimiento ordenado del expediente? Y los egresados de la carrera en derecho que puedan ejercer como tal, se presume, que aún no han alcanzado un grado de experiencia necesaria para actuar o intervenir en un juicio, característica clave para resolverlo de una manera positiva; aunado al burocratismo del poder judicial en resolver los asuntos de litigio de una manera expedita y con los lineamientos de la ley que de ella emanen. 
En esta situación actual los colegios de abogados, las universidades, los abogados con experiencia y estudiosos del derecho, deberían tener la iniciativa de encaminar a las nuevas generaciones de abogados de practicar esta profesión de una manera responsable que vaya con los preceptos de la ética profesional buscando siempre la justicia para su representado. Pero ¿qué es justicia? El término justicia viene de Iustitia, y el jurista Ulpiano la definió así:
Iustitia est constans et perpetua voluntas ius suum cuique tribuendi; "La justicia es la constante y perpetua voluntad de dar (conceder) a cada uno su derecho". Los derechos son: "honeste vivere, alterun non laedere et suum quique tribuere"... "vive honestamente, no hagas daño a nadie y da a cada uno lo suyo.
La Justicia no es el dar o repartir cosas a la humanidad, sino el saber decidir a quién le pertenece esa cosa por derecho. La Justicia es ética, equidad y honestidad. Es la voluntad constante de dar a cada uno lo que le corresponde. Es aquel referente de rectitud que gobierna la conducta y nos obliga a respetar los derechos de los demás.
Todas las virtudes están comprendidas en la Justicia. En ella encuadran los valores ética, equidad y honestidad. Es aquel referente de rectitud que gobierna la conducta y nos constriñe a respetar los derechos de los demás. En definitiva, la verdadera Justicia es el arte de dar a cada uno lo suyo, o bien, hacer a un individuo dar lo suyo a otro, ello con base en los principios de la ciencia del Derecho, lo cual debe hacerse sin discriminar ni mostrar preferencia alguna por nadie, toda vez que las personas deben ser tratadas por igual para, poder estar en condiciones de aplicar la Justicia a plenitud. En resumen: el abogado debe cultivar sus virtudes profesionales y formación integral mediante el estudio y el seguimiento de las normas morales. Nos referimos en este aspecto al estudio y actualización del abogado como ente impulsador del cambio en la sociedad. Esto lo llevará a proponer soluciones que estén orientadas al bien en todos los aspectos que sea posible. 
Esto va de la mano de su capacidad, talento y experiencia al servicio de la justicia.


CAPITULO 1
La ética profesional del abogado
1.1 Concepto de Ética Profesional. 
El Concepto de Ética Profesional: es la ciencia normativa que estudia los deberes y los derechos de los profesionistas. En este sentido nos enfocaremos en la profesión de la abogacía como intelecto de la forma de aplicar las normas jurídicas y su desenvolvimiento profesional para dirigir a una sociedad y a su cliente aún estado de derecho. Por este hecho la realidad del abogado como titular de ejercer la acción jurídica, le proporciona una facultad peculiar para contribuir con inteligencia y eficiencia el bien común tanto de él como de su cliente. La ética profesional del abogado, en la cuestión moralista existe un problema que se plantea en la conciencia del profesionista del derecho, y que surge del orden o del derecho natural; mientras que en la ética profesional es una problemática que empeña la inteligencia del profesionista, sino también de otros elementos sociales.
Dentro del ámbito judicial el abogado experimenta constantemente la presión ideológica de varios supuestos normativos y procedimientos que lo presionan internamente para su proceder en los litigios. Estos supuestos aparecen como hechos y se imponen como conductas positivas para su buen desenvolvimiento en varios aspectos:
1.- El social. Deberá adaptarse a las normas de urbanidad y de convivencias sociales. En este sentido el profesionista del derecho en su actuar como servidor público tiene su objetivo llevar de la mejor manera posible los actos morales que estén encaminados en el bien común de una sociedad determinada.
2.- El religioso. Es impuesto por la divinidad y hay que cumplirlo en la medida en que se desea mantener las buenas costumbres laicas para establecer un orden de derecho respecto a lo religioso.
3.- El moral. No corresponde a lo religioso ni a lo social, esto va más allá de la conducta del abogado para adaptarse, relacionarse y actuar en determinadas circunstancias dentro de su entorno profesional.
Ordinariamente los tres sentidos mencionados se confirman mutuamente, y la relación entre ellos es la mejor señal de una formación equilibrada por parte del profesionista del derecho. Para Pedro Chávez Calderón, la ética profesional comprende deberes hacia los miembros de ese mundo y se dará prioridad a los deberes referidos a los clientes; en segundo lugar, estarán los que aluden a la institución donde trabaja; en tercero, los correspondientes a los colegas; y en cuarto, los relativos a la personas relacionadas con el círculo social. 
La ética tiene una plena configuración moral y no jurídica, ya que como lo establece el Diccionario de la Lengua Española, “es la parte de la filosofía que trata de la moral y de las obligaciones del hombre. 
Por lo que se refiere a la ética profesional, es el conjunto de reglas de naturaleza moral que tienden a la realización del bien, en el ejercicio de las actividades propias de la persona física que se dedica a una profesión determinada”.
La ética profesional está integrada por normas de conducta de naturaleza moral, lo que significa que se trata de reglas de conducta con las características propias de las normas morales, es decir; son unilaterales porque frente al sujeto obligado no existe un sujeto pretensor con facultades para exigir el acatamiento de las reglas de conducta. 
Son internas porque no basta con que la persona se pliegue a la exigencia de la norma, sino que es preciso que en su fuero interno considere que con plena convicción, ha aceptado la procedencia de la obligatoriedad y no se le forzará al cumplimiento de la conducta debida. Esta característica va ligada a la autonomía, porque la propia persona la hace suya, y por último, no es coercible porque no tiene sanción. 
El sentido moral del abogado no puede, por lo tanto limitarse a una tolerancia sentimental. Se debe fundamentar racionalmente de sus acciones mediante su conciencia, preparación y experiencia en el ramo del litigio. 
Así lo comentan Kempis y Séneca: Que su responsabilidad moral es mayor que la del simple ciudadano por la dotación de conocimientos que ha recibido y la capacidad que se le ha creado, que la moralidad y su función no puede hoy reducirse a la aureolada pasividad del buen ejemplo, sino que tiene la insurrugable responsabilidad de la acción. 
Que la acción específica que todo el mundo espera de su capacidad profesional es la orientación ideológica, tanto cuando se trata de investigar y descubrir rutas salvadoras, como cuando se trata de resistir o combatir a los piratas de nuestra civilización y nuestra cultura cristiana. 
Debemos de entender que hablar de la moral profesional es asunto de responsabilidades propias del hombre cabal, de aquél que es capaz de decidir consciente y reflexivamente sobre su propia conducta y de asumir los riesgos de las propias decisiones. El que consagra su vida a una profesión, a las responsabilidades morales que ya tiene como ser humano, añade de aquellas otras responsabilidades morales que son propias del ejercicio de su profesión.
Por lo anterior debemos tener el conocimiento de lo que es la ética en su definición para darnos un conocimiento más amplio acerca de nuestro tema a tratar en este capítulo, la ética profesional.
Concepto de Ética: encontramos una diversidad de opiniones acerca de esta cuestión universal del actuar del individuo dentro de su ambiente profesional: la ética es una rama de la filosofía que se ocupa del estudio racional de la moral, la virtud, el deber y el buen vivir. Es la ciencia que estudia las acciones humanas en cuanto se relacionan con los fines que determinan su rectitud. 
En general toda ética tiene como finalidad determinar una conducta ideal del hombre. Esta puede establecerse en aspectos desarrollados por principios filosóficos y sociales que logran determinar un conjunto de normas. 
Se divide en ética general, que estudia los principios de la moralidad, y la ética especial o deontología que trata de los deberes que se imponen al hombre según los distintos aspectos en que se desarrolla su vida. 
En este sentido la ética nos envuelve en un conjunto de: razonamientos para actuar de una manera correcta de acuerdo a los valores que la misma sociedad y los asuntos personales nos impulsan a ser personas de bien dentro de un marco que refleje el bien común. Ética es la reflexión sobre por qué hacemos las cosas de una manera u otra. 
El valor de la ética como instrumento para la realización de un acto, es la base para la culminación de este con el significado del deber ser de una manera adecuada, así como lo exige la voluntad del bien personal y social, conforme lo inculca la costumbre normativa dentro de un entorno equitativo. Así como lo establece el filósofo alemán Immanuel Kant: La ética es, en cambio, una ética del deber.
Lo bueno es el cumplimiento del deber y con la intención de cumplirlo. EL bien no se relaciona con el ser sino con el deber ser. Lo bueno es lo debido. Kant agrega que es importante la intención de cumplir el deber, de lo contrario la acción no es moralmente buena. 
Puede ser que yo cumpla materialmente con el deber, pero sin la intención de cumplirlo, entonces no he obrado bien. Viceversa, puede ser que yo tenga la buena intención de cumplir el deber, y que ponga en curso la acción necesaria para cumplirlo, pero no logro completar su cumplimiento, sin embargo, mi acción es buena. Desde luego, Kant aclara que no basta sólo la intención. Se requiere la puesta en marcha del proceso, aunque no se cumpla del todo.
Por lo tanto, lo que realmente importa no es la obra, ni la acción concreta, sino la intención del individuo con que realiza sus acciones dentro de un marco de legalidad que den como resultado su positivismo hacia la persona o sociedad con que se relaciona o compromete, para la cumplimentación de un acto determinado.
Concepto de moral: el término moral según la etimología latina proviene de la palabra mori, que significa costumbres, por tal motivo y en base a lo anterior podemos definir a la moral como un conjunto de normas que diferencian las costumbres y los valores de la persona o de una sociedad, en la cual orienta en sus acciones para actuar de una manera correcta o incorrecta

1.2 Diferencias entre ética y moral. 
Ética es el estudio filosófico y científico y es teórica mientras que la moral es la práctica.
La ética trata sobre la razón y la conciencia y la moral es el comportamiento del actuar del ser humano dentro de su círculo social. Debido al término de esto dos significados tan parecidos los tomamos como sinónimos dentro de nuestra vida diaria. Ambas palabras: moral y ética tienen orígenes similares. Etimológicamente ambos términos se refieren al comportamiento del ser humano, como lo explica en su página de internet el profesor español Francisco Fernández Buey desde un punto de vista técnico-filosófico las palabras ética y moral no tienen idéntico significado. Moral es el conjunto de comportamientos y normas que solemos acept

ar como validos; y ética es la reflexión sobre por qué los consideramos válidos y la comparación con otras morales que tienen personas diferentes. 
Podemos ver como la moral define nuestras acciones en aceptables o no aceptables mientras la ética se ocupa del porqué estos actos son buenos o malos.
En una conclusión y hablando de conductas buenas o malas podemos tomar como sinónimos de moral y ética de acuerdo a la responsabilidad del ser humano en su actuar dentro de su entorno social porque tomará la disciplina del rasocinio filosófico y la base de la costumbre como su actuar en base a la moral dando como una conclusión buena o mala.
Cuando hablamos de moral es la conducta que cada una de las sociedades en sus respectivas culturas, por ejemplo la forma de desenvolverse, la actitud con las demás personas; pero en el trabajo que nos ocupa, es el proceder del abogado con su cliente de acuerdo a la conducta y la responsabilidad que le tendrá en su negocio hasta resolverlo. 
En la doctrina Hans Kelsen, el mayor de los juristas del siglo XX, se puede advertir que la «moral» sería el conjunto de normas sociales autónomas y la disciplina que las estudia es la «ética». Para él, la ciencia ética, al igual que la ciencia jurídica, se constituyen como «ciencias normativas» en el entendido de que sus objetos son normas y no hechos causales.
Dice en específico que: “a pureza metódica de la ciencia jurídica es puesta en peligro, no sólo en cuanto no se respetan las vallas que la separan de la ciencia natural sino en mayor medida en cuanto no es distinguida suficientemente de la ética; cuando no se distingue claramente entre derecho y moral.”
Hans Kelsen distingue el ámbito individual y el ámbito social de la moral, pues el filósofo austriaco considera que al lado de la moral social, existe un ámbito de la moral referido al individuo con respecto a sí mismo que le mandan deberes contenidos en normas que prohíben su adaptación, aunque reconoce que la individualización sólo se da a través de procesos de socialización. Dice al respecto: “esas normas sólo aparecen en la conciencia de los hombres que viven en sociedad. La conducta de los hombres, que ellas determinan, se relacionan quizás inmediatamente con ellos mismos; en forma mediata, en cambio, se refiere los restantes miembros de la comunidad. También las llamadas obligaciones del hombre consigo mismo son obligaciones sociales…
Kelsen comenta que el derecho y la moral tampoco se distinguen por la forma en que se producen, pues ambos órdenes apuntan a la producción mediante la costumbre, situación que lo conduce a señalar que ambos órdenes son positivos. 
En su sentir, “El derecho sólo puede ser distinguido esencialmente de la moral cuando es producido por un orden obligatorio; es decir, cuando el derecho es concebido como un orden normativo; mientras que la moral es un orden social que no utiliza sanciones de ese tipo; sus sanciones se reducen a la aprobación de la conducta conforme a la norma, sin que en modo alguno entre en juego en ello el empleo de la fuerza física.”
En resumen, Kelsen nos propone que “la pregunta por la relación entre el derecho y la moral no es un interrogante acerca del contenido del derecho, sino una pregunta por su forma, que como menciona consiste en la obligatoriedad y no en los contenidos morales. 
Resumiendo: establecemos, que no hay una moral, sino que existen muchos sistemas morales diferentes entre sí, independientemente de los grupos o estratos sociales, y como tal, tiene una acción en el comportamiento de cada una de sus personas. Y la ética influye en el actuar del individuo pero de acuerdo a su razonamiento. Ante esto debemos definir a la moral como un conjunto de normas de conducta que una sociedad se encarga de transmitir de generación en generación, y la ética son las normas que una persona asimiló a su propia mentalidad. 
Por lo anteriormente expuesto, debemos comprender que la base de todos los actos del individuo particulares y públicos, deben estar regidos por normas éticas y morales de conducta, establecidos en los principios básicos de las costumbres sociales, y plasmados en los códigos y leyes reglamentarias con el objetivo básico de encuadrarlos y reflejarlos en un estado de derecho en beneficio del bien colectivo. 
La ética profesional del abogado: es aquella que se aplica a todas las situaciones en las cuales el desempeño de la abogacía debe seguir un sistema explícito de reglas morales. Sin embargo, hay un conjunto de normas de ética profesional que se pueden aplicar a grandes rasgos en todas las actuaciones y el tiempo que tenga el abogado con su cliente. 
Por ende, en todos los casos jurídicos, es aquella tiene que ver con acciones específicas en la profesión del abogado. 
En este sentido, tiene que tener entre tantos valores como son el de la confidencialidad de la información recibida, ya que en algunos casos se trata de situaciones que implican riesgo de vida, divorcio, etc. 
El siempre poder criticar y analizar los casos en cuestión, las alternativas y las formas en las que se comporta nuestro cliente, es esencial ya que así podemos tomar una decisión adecuada respecto algún caso o como llevar algo desde nuestro ámbito laboral al personal.
Dejamos muy en claro que debemos abandonar todo tipo de tentaciones en nuestro ámbito laboral para poder llevar nuestras vidas personales con tranquilidad para tener una mente relajada para llevar el procedimiento judicial de manera responsable y sin distracción alguna. 

1.3 LA VOCACIÓN DEL ABOGADO.
La vocación la podemos definir como la inclinación de un individuo hacia un trabajo o profesión que desea practicar en beneficio propio y de la sociedad. A continuación haremos una breve reseña sobre lo que debiera tomarse en cuenta para el ejercicio del abogado, ya que ante todo debe existir vocación profesional de esta importante, noble e injusta profesión dentro del ámbito personal y social.
Cuando la vocación es auténtica, es decir, cuando corresponde a las potencialidades, habilidades, metas e ideales de la persona, entonces el ejercicio profesional en sus actividades propias de la profesión se facilita hasta hacerse muchas de ellas de manera casi automática. Entonces las responsabilidades profesionales se aceptan sin dificultad. 
La vocación del abogado es el resultado de dos factores: el personal y el social.
Factor personal: contempla las aptitudes y las aficiones, es decir, por lo que podemos hacer y lo que nos gusta hacer. Estas dos características son los definidores de la llamada vocación. Ambas se encuentran entrelazadas, porque unidas se integrará la verdadera vocación profesional.
Factor social: corresponde a la sociedad influir en la funcionalidad de la profesión por medio de la:
a) Especialización, actualizarse en ramas del derecho a fin de orientar al ciudadano.
b) Agrupamiento, es decir, a trabajar en los llamados colegios de abogados para buscar nuevas ideologías y alternativas de normas jurídicas para el buen funcionamiento de la práctica judicial en beneficio de quien lo contrata.
Para el abogado pondremos a la aptitud como valor ético, que no se debe entender como una simple capacidad de hacer algo, es tener la iniciativa de desarrollar múltiples acciones para ayudar al cliente a resolver sus instancias jurídicas. Y este es el objetivo principal de la vocación en el estudio del derecho, además de crear verdaderos abogados con una definida personalidad en el ámbito jurídico. 
En la carrera del derecho, el abogado se siente realizado cuando hace lo que le gusta y puede encontrarle significado a su profesión colaborando en su ambiente y sobre todo defendiendo en todo litigio a quien le pide su ayuda.

El derecho como sistema normativo que impone conductas o las prohíbe, estableciendo sanciones o regulando las relaciones entre particulares, forma parte de la cultura de cada sociedad, y por ello, podemos apreciar que esta materia puede variar de una a otra, según los valores dominantes en ellas. Como para toda profesión lo más importante es contar primero, por supuesto, con la vocación que habilite el ejercicio profesional del derecho, con aptitudes naturales adquiridas, y ser responsable y dedicado. No basta con tener alguna de estas condiciones es indispensable que el abogado tenga todos los valores éticos para demostrar que es digno de ejercer esta importante profesión. 
Un buen abogado debe ser una persona confiable, de trato fácil, estudioso, de gran capacidad interpretativa y argumentativa, alguien que no se aparte de los conflictos sino que se preocupe por solucionarlos de modo eficaz, que le gusten los desafíos y no se amedrente ante las adversidades. 
Debe ser ocurrente, imaginativo, para encontrar en su caso el recurso práctico y jurídico que coloque a su cliente en una posición ventajosa; y ser, además convincente para que sus argumentos resulten creíbles para el Juez; además estar actualizándose continuamente debido a los constantes cambios y reformas constitucionales que se realizan por conducto del Congreso de la Unión, al igual que los Congresos Locales, que también expiden reformas en sus leyes, códigos penales y civiles, o en la reforma o creación de sus reglamentos; aunado a la generación permanente de tesis jurisprudenciales por parte de la Suprema Corte de Justicia, los Tribunales Colegiados de Circuito y hasta los Tribunales de Justicia de los Estados; cuyas tesis jurisprudenciales son obligación de estudio de todo profesionista y de aplicación de los juzgadores; inclusive en materia de reglamentos municipales, los ayuntamientos expiden reglamentos que son muy necesarios que el abogado conozca y domine para el buen ejercicio de su profesión. 
Por todos estos obstáculos, que implican labor incesante, agudeza, preparación para asimilar los triunfos y fracasos que se presentan en todo el transcurso del ejercicio de la profesión, es esencialmente necesario que el novel abogado analice y deduzca si verdaderamente posee virtudes, capacidades, aptitudes, pero sobre todo vocación de servicio para desempeñar esta noble y hermosa profesión. El abogado debe ajustarse a la ley, pero como las palabras son vagas y ambiguas, y muchas veces también los hechos, puede utilizar esos permisos legales para beneficiar a su cliente.
Mencionado anteriormente, el profesionista del derecho debe ser conocedor de las leyes, la doctrina y de la jurisprudencia, pero ese conocimiento debe ser esencial y no literal; ya que debe extraer de esas fuentes su sentido más rico y pragmático en relación al caso concreto que debe resolver.
Así una vocación apasionada es aquella que continuamente se enfrenta a las responsabilidades morales que le son propias, las asimila con naturalidad y se complace en ellas, los que tienen auténtica vocación no esperan re

compensas materiales de su ejercicio profesional; para ello es suficiente la satisfacción del trabajo profesional bien cumplido, una vida así se siente llena, a pesar de los contratiempos e ingratitudes , porque se vive por un ideal mucho más elevado que uno mismo, un ideal que se ama y que merece todos los sacrificios realizados.

1.4 La vida Profesional del Abogado.
Antes de comenzar a establecer la vida profesional del abogado, debemos por conocer la definición de la palabra profesión, ya que sin ella no podríamos acertar o calificar si es lo mismo una carrera o un oficio. Sencillamente la definiríamos como el oficio o la capacidad de realizar una labor manual o artesanal aprendida con la experiencia, en cambio, la profesión es una ocupación que necesita para su aplicación amplios conocimientos teóricos y a cambio se obtiene una remuneración. 
Por lo visto cuando la profesión adquiere esta diferenciación y valorización que le transmite la universidad, es evidente que estamos ante un profesional o profesionista que desarrolla una actividad económica específica, y cuyas características son:
A. La competencia: es jurídicamente competente quien puede exhibir un título universitario, requerido y refrendado por el Estado, después de cursar estudios superiores superando demasiados exámenes y complicados.
B. La independencia. Normalmente el profesionista universitario desenvuelve su actividad específica empeñando su iniciativa personal, sin otras limitaciones más que de su conciencia.
El profesionista no puede desconocer el objetivo para el cual su razonamiento fue encausado para ejercer su profesión ya sea para desarrollar su espíritu, su salud, organizar su entorno social y económico. 
Aquí es donde está fundamentado su responsabilidad social y la poderosa razón para que el sentido de servicio con que debe ser vivida la profesión, no ceda la primacía a ningún otro interés o utilidad que no vayan de acuerdo a su bien común. 
En tanto usamos dos términos (social y económico) porque de hecho el profesionista se beneficia e influye en éstos dos órdenes, no solamente cuando actúa con la finalidad deliberada y concreta, sino también cuándo no se propone nada en especial. 
Además estos dos aspectos completan el sentido en que se desenvuelve la actividad y dignidad profesional. Pero unimos los dos vocablos, porque siempre lo económico se condiciona y justifica por lo social, sin que pueda tener sentido humano lo primero sin lo segundo.
Ahora hablaremos de la antigüedad, cuando fueron utilizados los abogados en el derecho romano, doctrina principal de la rama jurídica de nuestro ámbito judicial nacional:
En Roma, los abogados fueron utilizados para brindar asesoramiento técnico sobre cuestiones jurídicas, y eran denominados “advoca tus”, “toga ti”, “scholastici” u “oratores”.
Eran personas que se destacaban principalmente por su oratoria y elevada posición social, que ejercían gratuitamente su función aunque en general se los retribuía con obsequios, llamados “honorarium”. Estos regalos fueron prohibidos a partir del año 204 a. C. por la ley “Cincia de muneribus”. El emperador Claudio los declaró legítimos con topes máximos (diez mil sestercios) y el emperador Nerón impuso el pago de honorarios como obligación. 
A partir de Justiniano aparecieron las asociaciones de abogados, cuyos miembros eran los únicos que podían litigar ante los tribunales superiores. Fueron famosos abogados en Roma Quintiliano y Cicerón.
La importancia es establecer la relación que existe entre el abogado y su cliente, al menos, cuando ambas partes manejan diversos puntos de vista respecto al procedimiento que se está llevando a cabo dentro del juicio. 
Nos encontramos distintas situaciones personales que cada uno realiza: el abogado desde su papel de asesor y el cliente muchas veces por su preocupación por lograr que su conflicto se vea resuelto de la mejor y más rápida manera posible; y por esta situación es que la relación entre ellos comienza a presentar problemas que luego inciden en el resultado final de la labor del profesional del derecho. 
Porque no podemos negar que este momento es el que más le interesa al cliente, es aquí donde él ve resuelto o no, su presunción, y vendría la incógnita decir que si el juicio sale con un resultado favorable, es probable que el cliente se adjudique el éxito; y por el contrario, en el supuesto de que en el mismo juicio termine con alguna sentencia negativa a sus intereses, concluirá que fue por motivo a la incapacidad, inexperiencia o preparación profesional de su abogado.
Actualmente un abogado es un profesional habilitado para el ejercicio profesional por poseer título académico y autorización del colegio profesional correspondiente. Su tarea incluye el asesoramiento y representación jurídica de su cliente en el ámbito judicial o extrajudicial.
Extrajudicialmente sin que el caso haya llegado a la justicia, o sea sin existencia de un proceso judicial, puede brindar asesoramiento, por ejemplo, sobre las consecuencias jurídicas de iniciar una causa judicial, sobre la conveniencia de celebrar determinado contrato, sobre el tipo de sociedad comercial que le conviene conformar, etcétera.


CAPITULO 2
La dignidad como parte de la ética del abogado
2.1 Concepto de dignidad.
La dignidad, o cualidad de digno, deriva del adjetivo latino digno y se traduce por valioso. Hace referencia al valor inherente al ser humano en cuanto ser racional, dotado de libertad y poder creador, pues las personas pueden modelar y mejorar sus vidas mediante la toma de decisiones y el ejercicio de su libertad.
La dignidad se explica en mala medida por la autonomía propia del ser humano, como lo comentan Platón, Pico della Mirandola y Kant, pues sólo el que sabe y puede gobernarse a sí mismo, según un principio racional, resulta "señor de sus acciones" y en consecuencia, al menos parcialmente, un sujeto libre; al regular su comportamiento según sus propias normas, ya no es un mero súbdito, ya no está bajo el dictado de otro, sino que es un ciudadano. 
Entendemos que esa autonomía o dignidad es solo un potencial de libertad respecto a las necesidades e imposiciones naturales o sociales y en la historia universal del género humano.
La dignidad se basa en el reconocimiento de la persona de ser merecedora de respeto, es decir que todos lo merecemos sin importar distinciones. Al reconocer y tolerar las diferencias de cada persona, para que ésta se sienta digna y libre, se afirma que la virtud y la propia dignidad del individuo, se fundamenta en el respeto. La dignidad es el resultado del buen equilibrio emocional. A su vez, una persona digna puede sentirse orgullosa de las consecuencias de sus actos y de quienes se han visto afectados por ellos, o culpable, si ha causado daños inmerecidos a otros. 
En la vida profesional del abogado, tiene preceptos encontrados: primero, con su conciencia de auxiliar al cliente, tomando en cuenta su preparación académica y la relación laboral que entre ellos se realiza. 
Por otro lado se encamina de acuerdo a sus principios de moralidad y ética en el ejercicio de su profesión, es decir, en su acción y razonamiento de actuación dentro de su ambiente jurídico, por tal motivo está expuesto en constante tentación y valores negativos. Desde luego que en esta profesión pasa por la idiosincrasia de la sociedad en el desenvolvimiento contradictorio de si es buena o mala para el bienestar común.
Couture establece: que la vida del abogado está expuesta permanentemente a tentaciones y flaquezas. Bajo el puente de nuestra profesión pasan todas las miserias del mundo. Se dice por ello, que la abogacía puede ser la más noble de las profesiones o el más vil de los oficios. Al final define a la abogacía como una ardua fatiga al servicio de la justicia.
En la actualidad algunos abogados se les han hecho recurrentemente objeto de críticas. Entre ellas se encuentra la maldición gitana: entre abogados te veas; esta opinión está tan divulgada de que el profesional del derecho está dispuesto a defender lo mismo que una cosa contraria; de que complica y enreda las cosas; y que sólo prolonga los pleitos para sacar provecho económico de ellos y no hallar la soluciones correspondientes para resolver los conflictos jurídicos de que está a cargo.
Por el contrario, a estas opiniones, lo digno de los abogados es que han sido rescatados por reyes, filósofos y poetas en la historia. En Atenas se les llamó consejeros de los reyes y gobernadores de los pueblos; en Roma, profetas de la justicia. En España, los abogados eran considerados como caballeros y se decía que, después de que hubieran tenido veinte años de escuela de leyes, deben tener rango de condes. 
La dignidad del abogado puede apreciarse si se toma en cuenta que el valor de un acto humano se mide por el fin que persigue, es decir, el objetivo de la actividad del abogado es realizar la justicia por medio del derecho.
La materia del derecho aspira a la justicia, el orden, la seguridad, la libertad y la paz que finalmente, se concretan en servir al perfeccionamiento y realización del hombre en toda su plenitud e integridad.
Sin orden ni seguridad, una sociedad no podía existir, y por ello, se dice que el derecho es un instrumento indispensable de la convivencia humana. Pero, un orden donde no hubiera equidad y dar a cada uno lo que le corresponde sería un gran desorden convirtiéndose en anarquía un gobierno sin ley y una seguridad fundada en la arbitrariedad sería una violencia sin justicia.
El abogado debe ser no sólo soldado de la justicia, sino también defensor de la libertad; y ésta debe ser el camino en que debe envolverse y el fin en que se basa su compromiso legal de las personas que le encargan sus intereses dentro del juicio. 
Ningún abogado sin libertad ni justicia podría demandar o enfrentarse a la arbitrariedad o al abuso de poder. Los hombres son libres cuando las leyes son justas y el derecho se realiza en beneficio del bien. 
El honor y la dignidad del abogado están íntimamente ligados por su individualidad ya sea frente al cliente, magistrado o funcionario, su independencia es de una conciencia recta que es el sentimiento del deber; por el cual hay que luchar por dos cosas importantes que son la justicia y la libertad.
Es así como el filósofo griego Protágoras nos dice en el diálogo: que los dioses hicieron a los hombres el don de la justicia, para que no se destruyeran unos a otros. Cuando la justicia se aleja de una sociedad, su lugar lo ocupa la violencia. 
La violencia que ejercen los fuertes y los poderosos sobre los débiles y la violencia a la que acudirán los débiles como recurso supremo contra la explotación o la opresión. 
La rectitud es uno de los principios fundamentales dentro de la materia del derecho debido a que con ello se desenvuelve a través de su profesión. Ningún abogado debiera abandonar a la verdad o a la rectitud durante su estadía en este mundo físico. La verdad ha de ser experimentada en el corazón de uno, en tanto que la rectitud deberá verse reflejada en sus acciones. 
Por eso la justicia, también podemos tomarlo como sinónimo de paz, que puede definirse como la justicia en el orden. Justicia, orden, rectitud, seguridad, libertad y paz, son valores que van de la mano que deben unirse para lograr el objetivo principal: que es permitir el desenvolvimiento y perfección del individuo frente al entorno profesional jurídico en el cual está establecido.

2.2 Dignidad de la Profesión.
Antes que nada, al hablar de este punto, es importante conocer la definición de abogado, su actividad profesional y su relación con la civilización, ya que ésta es la que lo calificará dándole como un calificativo de dignidad y ética profesional en su accionar judicial por ser una de las profesiones más cercanas al desenvolvimiento mismo de un gobierno democrático el cual está basado en leyes y normas jurídicas que el profesional del derecho estudia, crea y aplica en beneficio de la sociedad en que está establecido.
Definición de abogado: del latín advoca tus, llamado en auxilio es aquella persona especializada en el estudio del derecho que ejerce profesionalmente la defensa jurídica de los intereses de los individuos dentro de un proceso judicial. Debe contar con título universitario para su ejercicio profesional. 
Su función primordial es la asistencia técnica jurídica aconsejando o defendiendo a alguna de las partes en un juicio. El artículo 2º del código de procedimientos civiles del estado de Guanajuato establece que puede intervenir en un procedimiento judicial toda persona que tenga interés directo o indirecto en el negocio que amerite la intervención de la autoridad judicial. El artículo 3º menciona de las personas que habla el artículo anterior intervendrán por sí o por medio de las personas que las representen de acuerdo con la ley civil. 
Al hablar de dignidad de la profesión, nos referimos al actuar de individuo de acuerdo a los valores morales que su profesión aplicada le exige para un buen desenvolvimiento profesional y que no depende ni de los méritos ni de la limitaciones personales. Esta es la dignidad de la que nos ocupa analizar.
En la dignidad profesional se presenta con algunos elementos que la caracterizan:
A) La opinión pública: la sociedad que califica al profesionista por sus acciones en su área laboral de quien espera mejores actuaciones y mejores tiempos de legislaciones para el beneficio de las diferentes conglomeraciones que la integran.
B) La legislación común: es la que establece la dignidad jurídica de la profesión. 
El profesionista adquiere un derecho del deber para el ejercicio de su profesión. El derecho se traduce legalmente en libertad para la elección y ejercicio de la profesión, en cuanto significa libertad de trabajo y libertad económica.
El deber se interpreta, no solamente con el sentido previsto en la Constitución, sino con el sentido específico de la Legislación Profesional, que tiene particularmente prevista la actuación del profesionista; especialmente en la actuación de los notarios, y magistrados, a quienes el Estado considera funcionarios de categoría.
Se adquiere los valores del derecho del deber del secreto profesional; que por un lado le exime de declaraciones, y por otro lado, le persigue para ofrecerlas para el convencimiento de las actuaciones que se le piden resultando en ocasiones con el agravante del ejercicio de la profesión.
Cuando la responsabilidad profesional coloca al legislador de juzgar la mala actuación de un profesionista del derecho, la mayoría de los códigos le eximen de responsabilidad por una falta leve; y en los casos graves, prefieren ratificar el veredicto de los respectivos colegios profesionales.
La dignidad de la profesión del abogado también trae consigo la prestación de servicios concretos y específicos, que ninguna otra puede prestar y que constituyen el patrimonio más valioso aunque no siempre bien remunerado en la vida actual. Es por tal motivo que algunos profesionales del derecho (por no decir que la mayoría) cobran altos honorarios por sus servicios.
Pero debemos establecer que la actividad judicial del abogado no se resuelve con el simple cobro de servicios profesionales por medio de los clientes. Es el ámbito social que desea de manera inmediata ese aspecto digno del abogado dentro de su función profesional.
El tema en cuestión debería sugerir que la actividad de los abogados se encuentra ligada por dos aspectos que deberíamos tomar en cuenta: Por una parte la función de los profesionales del derecho y algunos objetivos de bienestar social, de otra la abogacía es una actividad económica que no escapa de las reglas del comercio. 
Consideraremos al abogado como un hombre de probidad moral, quiere esto decir que siendo el intérprete del derecho, ciencia cultural y teniendo por fin último de su actividad la justicia, valoración, cultura, también maneja categorías que son la expresión del espíritu y de la conciencia de un pueblo o sea categorías morales.
Como ha sido frecuentemente señalado, la profesión del abogado desarrolla su actividad para la búsqueda del bienestar de sus miembros y la búsqueda del bienestar social. Así lo menciona Parsons: lo que caracteriza a los profesionales es que su función se encuentra desinteresadamente al servicio de sus clientes o de valores impersonales como el avance de la ciencia. 
Para Parsons sostiene que los abogados contribuyen a mantener el orden social vinculando los intereses privados de sus clientes al interés público representado por la ley. El abogado debe tener presente que es un servidor de la justicia y un colaborador de su administración y que la esencia de su deber profesional es defender empeñosamente con estricto apego a las normas jurídicas y morales los derechos de su cliente.
De lo comentado hasta este momento podemos mencionar que la dignidad de la profesión se relaciona a la función social, decir sólo la profesión digna del abogado puede desarrollar la seguridad de los intereses particulares y el bienestar común. 
En el ejercicio profesional del abogado, su objetivo primordial es: encontrar la justicia en favor de su cliente, dentro del procedimiento judicial, buscando siempre los elementos apropiados para un buen desenvolvimiento profesional, basándose en los valores de la confianza y la buena fe; y nunca dar a conocer los secretos del cliente, porque el abogado se adjudica la calidad de un representante de los intereses más privados de su representado; y que, a través de él buscará la impartición de la ley dentro de un estado de derecho y que va más allá de una conducta ilícita por parte del cliente el cual deberá tener una defensa justa y apegada a las normas jurídicas correspondientes. 
La imagen del abogado se explicaba debe ser implacable, esto quiere decir que no haya manera que se nos pueda tachar de algún tipo de práctica mezquina, es así como puedo afirmar, que para ello desde nuestro aparentar físico hasta los valores que tengamos siempre a nuestra mano como nuestra tarjeta de presentación deben ser los más apegados a la ética de un buen abogado. Se ha demostrado que cuando las normas éticas adquieren la importancia para la convivencia de la sociedad, éstas se convierten en jurídicas, es decir se convierten en obligatorias. 
La moral y el derecho logran la perfección del hombre y la convivencia en una forma justa y ordenada de acuerdo a los principios morales de la actividad cotidiana. 
La dignidad de la profesión en el ámbito de la abogacía de manera muy puntualizada nos muestra cuales deberían ser las referencias morales que debería tener precisamente un abogado para que en el ejercer de su profesión encontrara una satisfacción personal y un claro aporte al bienestar social. 
Deja muy en claro que debemos abandonar todo tipo de tentaciones en nuestro ámbito laboral para poder llevar nuestras vidas personales con tranquilidad y una conciencia tranquila. Esto me pareció muy cierto y además de ello me recordó a una frase que explicaba como el abogado debe tomar el conflicto en cuestión como suyo y una vez resuelto olvidar como si no hubiera pasado nada.
En este caso, la ética profesional del abogado se apoya en estas reglas para regular las actividades jurídicas de los particulares. La ética es lo que le da al profesionista del derecho el ánimo para cumplir con sus deberes profesionales en favor de su cliente de una manera responsable y apegada a derecho.
La imagen del abogado se explicaba debe ser implacable, esto quiere decir que no haya manera que se nos pueda tachar de algún tipo de práctica inequívoca, es así como podemos manifestar que tengamos siempre a nuestra mano como nuestra tarjeta de presentación deben ser los más apegados a la ética de un buen abogado. El siempre poder criticar y analizar los casos en cuestión, las alternativas y las formas en las que se comporta nuestro cliente, es esencial ya que así podemos tomar una decisión adecuada respecto algún caso o como llevar algo desde nuestro ámbito laboral al personal.

2.3 El deber del decoro.
Otras normas de ética profesional del abogado derivan del deber principal de cuidar el honor y la dignidad de la profesión. Entre estos deberes se encuentran el decoro, que es el valor y respeto que se debe a una persona. 
Con esta definición, se trata de que el abogado se dé a conocer ante la sociedad por medio de su profesionalismo para defender y representar a sus clientes, y así evitar la búsqueda de aquellos mediante publicidad y gestiones excesivas; la publicidad provocada directa o indirectamente por el abogado con fines de lucro o en elogios así mismo; usar la prensa para discutir los asuntos que se le encomiendan o publicar, en ella, piezas de autos, salvo para rectificar, cuando la justicia o la moral exijan; dar habitualmente consultas y emitir opiniones por medio de periódicos, radio o cualquier otro medio de publicidad sobre negocios jurídicos concretos que se le planteen, siendo o no gratuitos sus servicios, o dar opinión sobre determinado asunto con el propósito de provocar un juicio o simplemente ganarse a un cliente, salvo cuando los lazos de parentesco o íntima amistad lo induzcan a obrar de esa manera.
No debe nunca el abogado permitir que se usen sus servicios profesionales o su nombre para facilitar o hacer posible el ejercicio de la profesión por los que no estén legalmente autorizados para ejercerla.

2.4 La conciencia recta del Abogado. 
Habiendo tantas aplicaciones de normas jurídicas en el derecho social, es difícil que puedan resolver todos los actos legales que los gobernados realizan en su vida diaria. Es ahí, en donde el abogado entra en acción frente a su cliente, quien le revela muchas veces no sólo las injusticias de que ha sido víctima, sino las que él mismo ha cometido. 
Sus actos de violencia, su incumplimiento al derecho y la moral, y el practicante del derecho tiene el deber de aconsejar en justicia y buscar que el derecho se aplique en lo que lícitamente sea posible, la responsabilidad de su defendido.
La conciencia recta del abogado ayudará siempre a hacer siempre un juicio justo y responsable desde el principio hasta su total terminación, pero sobre todo apegado a derecho en favor de su cliente. 
Los principios de prudencia y honestidad con una conciencia recta y actuación libre e independiente de intereses, presentan una abogacía pura, con valores y una conciencia recta ajustados, dando mucha importancia a los resultados obtenidos para el cliente en la retribución de sus intereses y el secreto profesional Abogado-Cliente.

2.5 El Derecho en busca de la Justicia.
Desde la época romana, la Justicia ha sido representada por la diosa Themis. La cual se presenta con el aspecto de una noble mujer empuñando en todo lo alto la espada de la ley; sosteniendo con la otra mano, la balanza de la equidad y manteniendo siempre los ojos vendados en señal de imparcialidad, además se le sitúa sobre un león para denotar que la justicia debe estar acompañada de la fuerza. Esto es, que deja

caer la fuerza de la espada sobre quien trate de desequilibrar la balanza, no viendo las particularidades del individuo, sin importar que sea joven o viejo, rico o pobre, enfermo o sano, blanco o negro, virtuoso o criminal. Por ello los romanos definían la ciencia del derecho como el conocimiento de las cosas divinas y humanas, de lo justo e injusto. ¿Pero qué es lo justo y lo injusto? 
Mencionaría que la justicia se encuentra escondida dentro de los parámetros de la actuación del poder judicial correspondiéndoles a los magistrados, ministros y jueces que son los encargados de administrar y ejecutar las sentencias para aplicar la justicia; en cambio es el abogado el encargado de encontrarla buscando las mejores alternativas apegadas al derecho para el bien de su cliente, ya sea que éste este haya cometido algún agravante antijurídico, o bien, esté exigiendo algún derecho que legítimamente le corresponde.
Cuando platón nos narra que, en cumplimiento de una sentencia injusta, Sócrates bebió la cicuta para no contrariar las leyes de Atenas, se respetó la seguridad jurídica; pero a todos nos queda la conciencia de que cometió una grave injusticia.
Lo anterior lo entendemos de que si se pudiera enseñar la Justicia, no sería dando teorías ni explicaciones, sino comportándose de una manera recta y consciente, asumiendo las responsabilidades de nuestros propios actos. Sócrates nos dejó este legado, que a pesar de haber sido juzgado y sentenciado a muerte por leyes injustas, decía que más injusto sería no cumplir con la ley, porque cumplir con la ley es cumplir con la Justicia.
Menciona el abogado uruguayo Eduardo Juan Couture: en el derecho hay otros valores involucrados; pero el que lo define esencialmente es la justicia. La justicia nos manda tratar igual a los iguales y de manera proporcionalmente desigual a los desiguales; pero esta norma general va llenándose de contenido y ensanchando su significación por la historia los afanes de los hombres.
Definitivamente el derecho tiene como finalidad absoluta de perseguir la justicia el orden, la seguridad y la paz social para establecer un orden central totalmente apegado a las normas jurídicas establecidas en las leyes y códigos por medio de los estudiosos del derecho….los abogados.
Se menciona entonces, que el derecho, es un medio mediante el cual por medio de la norma jurídica, predispone tener los procedimientos jurídicos adecuados para alcanzar la justicia que afecta la vida de la sociedad.
Couture en su decálogo del abogado menciona: cuando en el fondo de su conciencia surja el conflicto entre el derecho y la justicia, lucha por la justicia; lucha por ella procurando que la fórmula jurídica, al aplicarse al caso concreto, se rila por los dictados de la justicia. Ten fe en el derecho como el mejor instrumento para la convivencia humana; en la justicia como destino normal del derecho; en la paz, como sustantivo bondadoso de la justicia y, sobre todo, ten fe en la libertad, sin la cual no hay derecho, ni justicia, ni paz.
Existen dos posiciones respecto a la Justicia: la Justicia de los moralistas y la Justicia de los juristas. Los moralistas la conciben como una gran virtud, en donde el fin primordial es la perfección moral del individuo. Es así como Sócrates declaraba que la Justicia es ante todo una perfección interior, una virtud que radica en el alma. Y Aristóteles termina diciendo que la Justicia es la virtud más alta, la virtud perfecta. 
Por el contrario, para los juristas es el fin principal para solucionar de forma práctica y oportuna los problemas sociales que surgen de la convivencia humana, siendo esta última la que le pertenece al abogado.
Ahora surge otra pregunta: ¿En dónde se encuentra plasmada la Justicia dentro de esta convivencia humana? La respuesta no se hace esperar, la Justicia se encuentra plasmada en el Derecho, pues éste es quien, con sus normas, busca como fin dar Justicia a todos los miembros de una sociedad.
Definamos entonces que es el derecho: es el conjunto de normas jurídicas que regulan las relaciones de los particulares y éstos con el estado.
Del latín lex, una ley es una regla o norma. Se trata de un factor constante e invariable de las cosas que nace de una causa primera. Las leyes son, por otra parte, las relaciones existentes entre los elementos que intervienen en un fenómeno.
En el ámbito del derecho, la ley es un precepto dictado por una autoridad competente. Este texto manda o prohíbe algo en consonancia con la justicia y para el bien de la sociedad en su conjunto. Por ejemplo: La venta de cocaína está penada por la ley bajo un régimen constitucional, la ley es una disposición aprobada por las Cortes y sancionadas por el jefe del Estado. Aquellas acciones que violan la ley son penadas con distintos castigos según la naturaleza y la gravedad de la falta.
Puede decirse que las leyes limitan el libre albedrío de los seres humanos que conviven en sociedad. Funcionan como un control externo al accionar humano que rige las conductas. Si una persona considera que está bien realizar un cierto acto pero dicho accionar está penado por la ley, lo normal es que se abstenga de hacerlo más allá de su creencia individual.
La ley, como norma jurídica, se debe cumplir con los principios de equidad y es de observancia general, es decir, comprende a todos los individuos de la sociedad, su obligatoriedad es imperativa. 
El Derecho es justo por naturaleza, la ley, en cambio, trata de serlo. Aquí hay que hacer una aclaración, que no es lo mismo ley que Derecho; porque toda ley es Derecho, pero no todo Derecho es ley. La ley es una parte del Derecho, ella surge de él, por lo que es necesario no incurrir en el error de catalogarlos como sinónimos. Es decir, el derecho es el creador de la ley, entonces, el primero transforma a la segunda para la aplicación y que es de observancia general hacia un caso concreto.
Después de lo anterior, se puede ver que la Justicia está unida al Derecho, en donde se debe tratar por igual a todos los individuos, no restringiéndoles su libertad de actuar, siempre y cuando ésta no dañe a terceros ni al bien común.

2.6 Caridad y Justicia del Abogado.

El abogado justo es el que tiene la voluntad de ofrecer a los demás sus servicios lo que su dignidad corresponde, en cambio, no sería justo que lo hiciera con disgusto en favor de la caridad. 
La justicia es dar a cada quien lo suyo; en cambio la caridad, consiste en estar dispuesto a dar lo suyo a los demás.
La caridad es uno de los valores éticos, que la mayoría de nosotros la entendemos como dar dinero y ayuda a los pobres, y si éste es en alguna forma su sentido, pero el valor de la caridad va mucho más allá.
La caridad en el ámbito de la abogacía tiene que ver con dar una mano a quien es menos afortunado o está más necesitado que otras personas que pueden contar los servicios de un abogado particular y esto cubre muchos aspectos, no solo el económico. En esta virtud se encierra también la bondad del licenciado en derecho y se expresa en estas bellas palabras de ese gran reformador social que fue Jesucristo: haz el bien sin mirar a quien. 
Así estás siendo caritativo, cuando escuchas los problemas jurídicos privados de una persona cualquiera, que se dé cuenta de tu profesión, y en medio de un día ocupado, lleno de audiencias, de litigios, etc. le brindes un consejo jurídico para que resuelva su problema sin importar el cobro de algún honorario. 
Pero la caridad no debe ejercer con fines egoístas porque entonces deja de ser un valor para convertirse en una pantalla. La caridad auténtica debe nacer de un deseo sincero de ser útil, y no para quedar bien ante los demás. 
Cada acto de caridad que realiza el estudioso del derecho se engrandece y se hace mejor profesionista. Porque mientras exista caridad también podrá haber fe, esperanza y el enaltecimiento de todos aquellos valores que hacen dignas a las personas que ejercen el derecho de llamarse abogados.
Es muy difícil que un abogado que no valore la caridad, pueda jactarse de ser perfectamente justo y por ende difícilmente cumplirá las obligaciones que le dicte la justicia. 
Por el contrario, como lo escribe el filósofo francés León Ollé’Laprune: el régimen de la caridad facilita el de la justicia; quien sabe dar por añadidura, con mayor razón pagará la deuda de justicia. Si por la caridad no entendéis más que la limosna, y reduces mucho su significación. Y si entiendes la palabra caridad en un más amplio sentido, yo digo que la tal, o supone la justicia o la explica y la contiene, pero no dispensa de ella.

2.7 El Honor y la Dignidad Profesional.
Dentro del ámbito jurídico, el individuo como persona física, debe mantener el honor y la dignidad profesionales, mediante acciones denunciables a las autoridades correspondientes, por medio de formalidad constitucional (artículo 8º. Constitucional, derecho de petición) la conducta inequívoca de jueces y abogados. 
El honor y la dignidad del abogado están íntimamente unidos por su responsabilidad en la actuación dentro del entorno jurídico ates y después del procedimiento judicial, mostrando una independencia frente al cliente, frente al juez, frente al magistrado; y delante de amenazas y coacciones. 
Por eso el abogado ejerce su profesión en la libertad. Su independencia es señal de una conciencia recta, y puede resumirse diciendo que es el sentimiento del deber para encauzarse hacia una legalidad encarnada en la constitución, leyes y reglamentos producto de su libre albedrio sobre el conocimiento de los problemas que aquejan a sus clientes que procuran en él, la confianza con el objetivo principal y último que es la justicia en beneficio de sus intereses. 


CAPÍTULO 3
El abogado en el ejercicio de su profesión
3.1 La Responsabilidad Profesional del Abogado.
En la actualidad, consideramos importante establecer la responsabilidad profesional del abogado en su participación en un proceso judicial, debido a la falta de una diligencia en su actuación profesional, se dañen los intereses del cliente; su obligatoriedad por los delitos y faltas cometidas en el ejercicio de su profesión. 
Generalmente, la obligación que asume el Abogado al aceptar un asunto la calificamos como una obligación de trabajo, salvo cuando lo pactado consista en una actuación determinada, o en un simple trámite de representación personal en nombre de otro, en cuyo caso la obligación será de resultados en convenio con su cliente. 
Debemos hacer una mención también a la responsabilidad del abogado por incumplimiento y el daño frente a terceros por consejos negligentes, responsabilidad del abogado por incumplimientos de sus pasantes, sustitutos o colaboradores. Y por último, lo concerniente a los daños reparables o de indemnización (de observarse le llama

responsabilidad civil la que consiste en reparación, por medio de una indemnización pecuniaria, el daño que se ha causado a otros un perjuicio preexistente, pues los individuos están sometidos a un ordenamiento jurídico con el doble alcance de observar el deber de cumplir las normas o de atenderse a las consecuencias derivadas del incumplimiento, que consiste en este caso, en la indemnización de daños y perjuicios ), así como también incomparecencias sin justa causa a juicio, destruir, inutilizar u ocultar documentos o actuaciones que haya recibido, quebrantamiento de secreto, presentar testigos falsos, peritos y elementos documentales falsos.
El Abogado es un profesional cuyo objetivo fundamental es colaborar en la defensa del valor de la justicia. Cuenta con una sólida formación teórica y está altamente capacitado para el trabajo jurídico de los más variados conocimientos locales, nacionales e internacionales. Interviene en la resolución de conflictos judiciales y extrajudiciales, la función pública, la magistratura, la enseñanza y la investigación legal. 
Los profesionales del derecho se encargan de defender los intereses de una de las partes en litigio. Al ser el abogado un profesional específicamente preparado y especializado en cuestiones jurídicas, es la única persona que puede ofrecer una perspectiva acertada para la resolución de los problemas legales en el que está implicado un ciudadano.Debido a lo anterior, es importante mencionar algunas características que debe cumplir el profesional del derecho en su actuar judicial:
· Debe ser disciplinado, firme y sensible en su vida profesional y privada.
· Debe ser un fiel intérprete de la ley, un guardián y defensor de los principios jurídicos, de la justicia y la verdad.
· Debe ser responsable en la puntualidad de sus audiencias y autos.
· Debe actuar con serenidad y fe en la causa de su cliente.
· Debe ser honesto, veraz, prudente.
· Debe ser digno de fiar y de respeto, incapaz de cometer fraude.
El abogado no es parte en el proceso sino un auxiliar de la justicia, que tiene que actuar en defensa de su cliente, pero sin dejar de lado la búsqueda de justicia, aunque no puede, aún en su invocación, perjudicar a su cliente. 
Por supuesto no puede mentir, ni asesorar sobre conductas ilícitas, pero sí alegar en defensa de su cliente las leyes, doctrina y jurisprudencia que más lo favorecen así como también actuar en juicio como apoderado, en nombre de su representado, buscando siempre los elementos apropiados para un buen desenvolvimiento profesional, basándose en los valores de la confianza y la buena fe; y nunca dar a conocer los secretos del cliente, porque el abogado se adjudica la calidad de un representante de los intereses más privados de su representado; y que, a través de él, buscará la impartición de la ley dentro de un estado de derecho y que va más allá de una conducta ilícita por parte del cliente el cual deberá tener una defensa justa y apegada a las normas jurídicas correspondientes.
Sin lugar a dudas, la misión más importante del abogado es la que desarrolla dentro de un proceso judicial, ya sea civil, comercial, laboral, penal o contencioso administrativo, pues es de interés público y de absoluta necesidad que exista un conocedor del derecho que asesore a las artes en defensa de sus intereses y en el ejercicio del derecho de defensa. 
Es tal su importancia y necesidad que en caso que una de las partes compruebe que no puede pagar a un abogado particular, éste le debe ser provisto por el Estado. 
Los abogados con respecto a sus clientes asumen una responsabilidad contractual, ya sea que su intervención sea extrajudicial o judicial. La obligación del abogado es de medios, y no de resultados, por lo tanto no responde frente al cliente si perdió el litigio a pesar de poner toda su sapiencia y diligencia, y podrá reclamar honorarios por su actuación, tanto si resultó ganadora del pleito así como infructuosa. 
Por el contrario, debe responder por su accionar negligente, por ejemplo si omitió presentar las pruebas, o dejó vencer términos procesales, etc. Con estas irresponsabilidades, los colegios profesionales tienen tribunales de ética que pueden sancionar a los abogados colegiados ante denuncias comprobadas, hasta con la suspensión de la matrícula profesional.

3.2 Obligación de Defender al Cliente.
La profesión del abogado es una profesión que se ejerce de alguna manera en beneficio público para que la justicia se complete y el derecho se aplique. Ligado a esta obligación se encuentra el derecho que el abogado tiene para hacerse cargo de la defensa de un acusado, cualquiera que sea su opinión personal y habiéndola aceptado, debe emplear en ella todos los medios lícitos por el mejor resultado de su gestión a favor de los intereses de su cliente.Mucha gente entiende que representa a la persona o el asunto no equivale a aceptar o aprobar lo que un cliente hace cada una. En la práctica, sin embargo, muchas personas tienen dificultades para aceptar que un asesino, un terrorista, tienen derecho a una representación legal. Esto es un precepto de respetar las garantías individuales. 
Sin embargo, cada abogado de defensa criminal se hizo esta pregunta: ¿Cómo puedes defender a alguien que sabes que es culpable? El deber fundamental de un abogado de defensa criminal es representar celosamente a su cliente. Nuestra función es la defensa de nuestros clientes, sin importar lo horrible del crimen o el mal esposo u esposa (por poner algunos ejemplos) que sean culpables, de hechos no nos exime de papel alguno en nuestro deber de defenderlos celosamente. Nunca hay un dilema moral cuando un abogado asume el deber de defender. 
La mayor parte de las veces el conflicto abogado-cliente se deriva de una falta de atención o cuidado del mismo abogado por no haber establecido los honorarios, por falta de comunicación o por negligencia en el ejercicio de la profesión. 
La importancia de ser leal con el secreto profesional. El abogado siempre deber ser leal con su cliente, aún en el caso de que entre en conflicto. 
Es importante resaltar el interés del abogado en el asunto; no es correcto que convenga con el cliente en expensar los gastos del juicio, aunque puede anticiparlos sujetos a reembolso.
Tampoco es correcto que adquiera interés pecuniario de ninguna clase del asunto que patrocina o ha patrocinado ni que adquiera bienes relacionados con el litigio en los remates judiciales que sobrevengan.
Falta grave a la ética profesional del abogado que dispone de conceptos o fondos económicos de sus clientes aprovechando de su confianza.
Nuestra función no es juzgar o imponer nuestra sensibilidad o la moralidad, sino defender.

3.3 Libertad para aceptar o rechazar asuntos.
Ética y profesionalmente el abogado tiene la obligación de no aceptar un asunto en que haya de sustentar tesis contrarias a sus convicciones o cuando no esté de acuerdo con el cliente en la forma de plantearlo desenvolverlo.
Para los abogados, que prestan sus servicios jurídicos, se establece de acuerdo a su independencia profesional que estarán obligados, en principio, a aceptar los asuntos que se les encomienden; pero deberán excusarse de atender un caso concreto cuando sea contrario a sus convicciones.
El profesional del derecho tiene la obligación de juzgar sobre la justicia y procedencia jurídica del asunto en el que está sujeto a resolver. Está obligado a ilustrar al cliente sobre la justificación moral de su causa y las posibilidades de éxito. Debemos entender como lo describe Calamandrei: los abogados no han sido creados para poner trampas a la justicia
Es el caso que el abogado, tiene toda la libertad de confesarle a su cliente si aceptará o no de su asunto, pero sí tiene la obligación de confesarle el porqué de su negatividad si así lo fuere, de requerir una representación competente que necesita el conocimiento jurídico, la habilidad, la minuciosidad y la preparación razonablemente necesaria para una representación efectiva. 
Comment[1] In determining whether a lawyer employs the requisite knowledge and skill in a particular matter, relevant factors include the relative complexity and specialized nature of the matter, the lawyer's general experience, the lawyer's training and experience in the field in question, the preparation and study the lawyer is able to give the matter and whether it is feasible to refer the matter to, or associate or consult with, a lawyer of established competence in the field in questioPara determinar si un abogado emplea los conocimientos y habilidades en un asunto en particular, los factores relevantes incluyen la relativa complejidad y la naturaleza especializada de la materia, la experiencia general del abogado, la formación del abogado y su experiencia en el campo de que se trate, la preparación y estudiar el abogado es capaz de dar la cuestión y si es factible recurrir a asociarse o consultar con un abogado de reconocida competencia en el ámbito en cuestión. In many instances, the required proficiency is that of a general practitioner. Expertise in a particular field of law may be required in some circ S
Existen circunstancias en la actualidad, en que el cliente decide contratar un abogado y recurre a un despacho jurídico entonces el titular de este no acepta el asunto por diversas razones señalando al cliente que su asunto lo llevará a cabo su colega, cuándo éste tiene poca experiencia en el litigio según se informó el cliente, dando la pauta para estar con una incertidumbre de que su caso no se llevará a cabo como corresponde.
Para el suscrito,[2] A lawyer need not necessarily have special training or prior experience to handle legal problems of a type with which the lawyer is unfamiliar. un abogado no tiene por qué tener un entrenamiento especial o experiencia previa para manejar los problemas legales de un tipo con el que el abogado es desconocido. A newly admitted lawyer can be as competent as a practitioner with long experiencUn abogado de nuevo ingreso puede ser tan competente como profesional con una larga experiencia. Some important legal skills, such as the analysis of precedent, the evaluation of evidence and legal drafting, are required in all legal problems.Algunas habilidades legales importantes, tales como: la norma jurídica, el análisis de los precedentes, la valoración de las pruebas y redacción de textos jurídicos, se requieren en todos los problemas legales, son iguales para todos, no diferencian abogados opulentos, reconocidos, etc. Perhaps the most fundamental legal skill consists of determining what kind of legal problems a situation may involve, a skill that necessarily transcends any particular specialized knowledge. 
Tal vez la habilidad jurídica más fundamental consiste en determinar qué tipo de problemas jurídicos una situación puede implicar, una habilidad que necesariamente trasciende cualquier conocimiento especializado en particular. A lawyer can provide adequate representation in a wholly novel field through necessary study. Un abogado puede proporcionar una representación adecuada en un campo totalmente nuevo a través del estudio necesario. Competent representation can also be provided through the association of a lawyer of established competence in the field in question. Representación competente también puede ser proporcionada a través de lar esa razón asociación de un abogado de reconocida competencia en el ámbito en cuestión. 
Es por esa razón que existen diversas ramas de derecho con su especialidad propia, maestría o doctorado, etc. Para que los abogados se especialicen en cada una de ellas y no existan los conflictos abogado-cliente, y como ya comentamos aceptar o rechazar los negocios judiciales.
[3] In an emergency a lawyer may give advice or assistance in a matter in which the lawyer does not have the skill ordinarily required where referral to or consultation or association with another lawyer would be impractical. En vista de lo anterior, en un caso de emergencia un abogado puede dar consejos o ayuda en un asunto en el que otro abogado no tiene la habilidad normalmente requerida en remisión o la consulta o asociación con otro abogado no sería práctica. Even in an emergency, however, assistance should be limited to that reasonably necessary in the circumstances, for ill-considered action under emergency conditions can jeopardize the client's interest. Incluso en este caso, sin embargo, la ayuda debe limitarse a los que razonablemente es necesario según las circunstancias, por poco meditada la acción en situaciones de prontitud pueden poner en peligro los intereses del cliente. 
[4] A lawyer may accept representation where the requisite level of competence can be achieved by reasonable preparatio Un abogado puede aceptar la representación en el nivel necesario de competencia puede ser alcanzado por una preparación razonable. This applies as well to a lawyer who is appointed as counsel for an unrepresented person. Esto se aplica también a un abogado que es nombrado como abogado de una persona sin representación. See also Rule 6 
Thoroughness and Preparation 3.4 Deberes para con el Cliente.
Es deber del abogado para con su cliente representarlo con eficiencia y responsabilidad, y hacer valer sus derechos sin temor a la jerarquía de la autoridad jurídica; no debe supeditar su libertad ni su conciencia a su cliente; ni exculparse de un acto ilícito atribuyéndolo a instrucciones del mismo.
Nunca debe el abogado asegurar a su cliente que su asunto tendrá éxito, ya que influyen muchos factores en la decisión de cada caso numerosas circunstancias imprevisibles, sino de opinar, según su criterio, sobre el derecho que le asiste. 
Está obligado también, a reconocer espontáneamente la responsabilidad que le resulte por su negligencia, error inexcusable o dolo, allanándose a indemnizar al cliente por los daños y perjuicios que le hubiere ocasionado.
El estudioso del derecho deberá siempre revelar al cliente si tuviere algunas relaciones con las partes o de encontrarse sujeto a influencias negativas a los intereses del cliente.
Es indebido servir profesionalmente en cualquier forma a quienes tengan intereses encontrados, excepto cuando las partes lo autoricen en forma expresa. 
Una vez aceptado el patrocinio de un asunto, el abogado no podrá renunciar a él sino por causa justificada superviniente. Aun en estos casos no debe dejar indefenso a su cliente.
Algunas violaciones que encontramos consuetudinariamente en los procedimientos judiciales por parte del abogado hacia su cliente son: 
a. No informar sobre la existencia de una vía procesal para formular una pretensión efectiva; 
b. No informar sobre la marcha de un proceso; 
c. No informar al cliente sobre la inviabilidad de una demanda; 
d. No entregar al cliente la documentación del proceso; 
e. No comunicar en debido tiempo al cliente la necesidad de consignar o avalar; ante el Juzgado la cantidad objeto de la condena 
f. Dar lugar a que la acción del cliente prescriba o caduque; 
g. Dar lugar a que el recurso del cliente caduque; 
h. Actuación negligente en funciones de “gestión” o de “representación” asumidas por el abogado; 
i. Culpa del abogado por pérdida de documentos del cliente. 
El abogado ha de velar porque su cliente guarde respeto tanto a los jueces y a otros funcionarios cuanto a la contraparte y a sus abogados y a los terceros que intervengan en el asunto y porque no ejecute actos indebidos. Si el cliente persiste en su actitud reprobable, el abogado debe renunciar a su patrocinio.
Cuando el abogado descubra una equivocación que beneficie injustamente a su cliente o una impostura, deberá comunicárselo para que rectifique o renuncie al provecho que de ellos pudiera obtener. Si el cliente no está conforme, el abogado debe renunciar al patrocinio.
El artículo 19 de la ley de profesiones para el Estado de Guanajuato establece: 
I. Son obligaciones de los profesionistas en legal ejercicio en el Estado de Guanajuato, cumplir con las disposiciones que regulan los actos y asuntos en los que participan con motivo del ejercicio de su profesión. 
II. Actuar con lealtad, honestidad, imparcialidad y probidad, así como dar cumplimiento al código de ética en el desempeño de su profesión que al efecto apruebe el colegio de profesionistas del que forme parte;
III. Abstenerse de realizar actividades de asesoría, patrocinio, representación o gestoría, simultánea o sucesivamente a los usuarios de los servicios que tengan intereses opuestos;
IV. Pactar los términos y condiciones en que se prestarán los servicios profesionales independientes de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables;
V. Abstenerse de autorizar o avalar con su nombre o firma como si fuera trabajo propio, actividades profesionales realizadas por otra persona, salvo que las mismas deriven de una relación de carácter laboral, administrativa o civil existente entre dicha persona y el profesionista;
VI. Guardar el secreto profesional respecto a la información de que dispongan, salvo los informes que deban rendir ante la autoridad competente;
VII. Abstenerse de disponer, sin autorización del usuario de los servicios profesionales, de dinero, bienes o documentos que les sean confiados por el usuario o que obtengan con motivo del servicio;
VIII. Informar a los usuarios sobre la situación que guarda la prestación de los servicios profesionales;
IX. Responder por los daños y perjuicios ocasionados a los usuarios de los servicios profesionales conforme a lo previsto por las disposiciones jurídicas aplicables;
X. Exhibir de manera permanente y a la vista del público, en las oficinas, despachos o espacios en los que se ofrezcan y presten servicios profesionales independientes, copia del título profesional y de la cédula profesional, y
XI. Las demás que se deriven de esta ley, de su reglamento y de otras disposiciones jurídicas aplicables.
Esta misma ley establece en su precepto legal número 21, son obligaciones de los usuarios de servicios profesionales:
I. Proporcionar al profesionista toda la información y documentación disponible para el desempeño del servicio acordado, conduciéndose en todo momento con veracidad y honradez;
II. Retribuir al profesionista los honorarios convenidos relativos al servicio prestado, y
III. Cumplir con los términos y condiciones pactados para la prestación del servicio
Profesional.
(1) the time and labor required, the novelty and difficulty of the questions involved, and the skill requisite to perform the legal service properly; 

3.5 Obligaciones frente a los jueces.
El abogado debe guardar respeto a los tribunales y a otras autoridades y ha de apoyarlos siempre que en forma injusta o irrespetuosa se les ataque o se falte al acatamiento que manda la ley. Cuando haya fundamento serio de queja en contra de un funcionario, el abogado de presentar su acusación ante las autoridades correspondientes y ante su colegio de abogados.
Es deber también del abogado luchar por todos los medios lícitos porque el nombramiento de jueces se deba exclusivamente a su aptitud para el cargo y porque no se dediquen a otras actividades distintas de la judicatura, que pudieran privarles imparcialidad en el cumplimiento de sus funciones. Estas reglas se aplican respecto de todo funcionario ante quien habitualmente debe actuar los abogados para el cumplimiento de su profesión.
El código de Procedimientos civiles para el Estado de Guanajuato en su precepto 55 establece: Los jueces y magistrados tienen el deber de mantener el buen orden y de exigir que se les guarde el respeto y consideración debidos, tanto por parte de los litigantes y personas que ocurran a los tribunales, como parte de los funcionarios y empleados de estos, y sancionarán inmediatamente, con correcciones disciplinarias, cualquier acto que contravenga este precepto. Si algún acto llegare a constituir delito, se levantará acta circunstanciada para consignarse al Ministerio Público.


CAPITULO 4
Ética del abogado en la responsabilidad de la función pública
4.1 La función Pública.
Se considerará funcionario público todo el que por disposición inmediata de la Ley o por elección o por nombramiento de autoridad competente participe en el ejercicio de funciones públicas
El abogado en la administración pública.
En la administración pública, es fácil comprender la enorme importancia y trascendencia del abogado. No se puede concebir la administración pública, sin la participación del abogado, porque la actividad pública es esencialmente reglada.   Excepcionalmente es discrecional, se advierte así, la necesidad del conocimiento y aplicación de las normas jurídicas en toda la administración pública.
Es indispensable adecuar la acción de la administración pública al marco jurídico, constituido fundamentalmente por la constitución de la República y las normas dictadas conforme a ella. En este aspecto, es primordial que el abogado dentro de la administración pública cumpla con el acatamiento de las normas sumariales.
Todo esto es uno de los campos de profesión donde puede desempeñarse el jurista, en este contexto, las misiones concretas que   competen al jurisconsulto, son las de asesoría, las ejecutivas, de fiscalización o control, y defensa judicial del Estado, activa o pasiva.
A) El abogado representante de un poder público.
El control de ciertas actividades de los particulares, que cumple la administración pública, tiene siempre un análisis jurídico.
La función de asesoría cosiste en emitir informes en derecho, verbales o escritos. 
Comprende también, la preparación y proposición normas generales o especiales de la competencia del órga

no presta servicios el letrado.
La función de control, que corresponde a ciertos abogados de los servicios públicos, comprende tareas de inspección, de fiscalización jurídica o de hecho. Los actos de fiscalización pueden ser de órganos públicos o de particulares, según la competencia del respectivo servicio.
B) El abogado funcionario público.
  El abogado funcionario público se debe a la gente, al usuario, quien debe ser atendido con la mayor prioridad posible.
Un jurista público   debe tener muy claro que es el dueño, amo y señor de las instituciones, porque su función es única y
FIN DE LA FUNCION PUBLICA
ARTICULO 1°-BIEN COMUN. El fin de la función pública es el bien común, ordenado por las disposiciones de la Constitución Nacional, los tratados internacionales ratificados por la Nación y las normas destinadas a su regulación. El funcionario público tiene el deber primario de lealtad con su país a través de las instituciones democráticas de gobierno, con prioridad a sus vinculaciones con personas, partidos políticos o instituciones de cualquier naturaleza.
CAPITULO II
DEFINICIONES Y ALCANCES
ARTICULO 2°-FUNCION PÚBLICA. A los efectos del presente Código, se entiende por "función pública" toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona humana en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos.
ARTICULO 3°-FUNCIONARIO PÚBLICO. A los efectos del presente Código, se entiende por "funcionario público" cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos. A tales efectos, los términos "funcionarios", "servidor", "agente", "oficial" o "empleado" se consideran sinónimos.
ARTICULO 4°-AMBITO DE APLICACION. Este Código rige para los funcionarios públicos de todos los organismos de la Administración Pública Nacional, centralizada y descentralizada en cualquiera de sus formas, entidades autárquicas, empresas y sociedades del Estado y sociedades con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta, Fuerzas Armadas y de Seguridad, instituciones de la seguridad social del sector público, bancos y entidades financieras oficiales y de todo otro ente en que el Estado Nacional o sus entes descentralizados tengan participación total o mayoritaria de capital o en la formación de las decisiones societarias, así como también de las comisiones nacionales y los entes de regulación de servicios públicos.
ARTICULO 5°-INTERPRETACION. La Oficina Nacional de Etica Pública es el órgano facultado para dictar las normas interpretativas y aclaratorias del presente Código. Los dictámenes e instrucciones escritas emitidos por la Oficina Nacional de Etica Pública son obligatorios para quienes los hubieran requerido o fueran sus destinatarios.
El funcionario que ajuste su conducta a tales dictámenes o instrucciones queda exento de responsabilidad ética y de sanción

administrativo-disciplinaria, salvo los casos en que hubiera violación evidente de la ley.
ARTICULO 6°-COMPROMISO. El ingreso a la función pública implica tomar conocimiento del presente Código y asumir el compromiso de su debido cumplimiento.
ARTICULO 7°-CONSULTAS. En aquellos casos en los cuales objetiva y razonablemente se genere una situación de incertidumbre con relación a una cuestión concreta de naturaleza ética, el funcionario público debe consultar a la Oficina Nacional de Etica Pública.
CAPITULO III
PRINCIPIOS GENERALES
ARTICULO 8°-PROBIDAD. El funcionario público debe actuar con rectitud y honradez, procurando satisfacer el interés general y desechando todo provecho o ventaja personal, obtenido por sí o por interpósita persona. También esta obligado a exteriorizar una conducta honesta.
ARTICULO 9°-PRUDENCIA. El funcionario público debe actuar con pleno conocimiento de las materias sometidas a su consideración, con la misma diligencia que un buen administrador emplearía para con sus propios bienes. El ejercicio de la función pública debe inspirar confianza en la comunidad. Asimismo, debe evitar acciones que pudieran poner en riesgo la finalidad de la función pública, el patrimonio del Estado o la imagen que debe tener la sociedad respecto de sus servidores.
ARTICULO 10.-JUSTICIA. El funcionario público debe tener permanente disposición para el cumplimiento de sus funciones, otorgando a cada uno lo que le es debido, tanto en sus relaciones con el Estado, como con el público, sus superiores y subordinados.
ARTICU

LO 11.-TEMPLANZA. El funcionario público debe desarrollar sus funciones con respeto y sobriedad, usando las prerrogativas inherentes a su cargo y los medios de que dispone únicamente para el cumplimiento de sus funciones y deberes. Asimismo, debe evitar cualquier ostentación que pudiera poner en duda su honestidad o su disposición para el cumplimiento de los deberes propios del cargo.
ARTICULO 12.-IDONEIDAD. La idoneidad, entendida como aptitud técnica, legal y moral, es condición esencial para el acceso y ejercicio de la función pública.
ARTICULO 13.-RESPONSABILIDAD. El funcionario público debe hacer un esfuerzo honesto para cumplir con sus deberes. Cuanto más elevado sea el cargo que ocupa un funcionario público, mayor es su responsabilidad para el cumplimiento de las disposiciones de este Código.
CAPITULO IV
PRINCIPIOS PARTICULARES
ARTICULO 14.-APTITUD. Quien disponga la designación de un funcionario público debe verificar el cumplimiento de los recaudos destinados a comprobar su idoneidad. Ninguna persona debe aceptar ser designada en un cargo para el que no tenga aptitud.
ARTICULO 15.-CAPACITACION. El funcionario público debe capacitarse para el mejor desempeño de las funciones a su cargo, según lo determinan las normas que rigen el servicio o lo dispongan las autoridades competentes.
ARTICULO 16.-LEGALIDAD. El funcionario público debe conocer y cumplir la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos que regulan su actividad. Debe observar en todo momento un comportamiento tal que, examinada su conducta, ésta no pueda ser objeto de reproche.
ARTICULO 17.-EVALUACION. El funcionario público debe evaluar los antecedentes, motivos y consecuencias de los actos cuya generación o ejecución tuviera a su cargo.
ARTICULO 18.-VERACIDAD. El funcionario público esta obligado a expresarse con veracidad en sus relaciones funcionales, tanto con los particulares como con sus superiores y subordinados, y a contribuir al esclarecimiento de la verdad.
ARTICULO 19.-DISCRECION. El funcionario público debe guardar reserva respecto de hechos o informaciones de los que tenga conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de los deberes y las responsabilidades que le correspondan en virtud de las normas que regulan el secreto o la reserva administrativa.
ARTICULO 20.-TRANSPARENCIA. El funcionario público debe ajustar su conducta al derecho que tiene la sociedad de estar informada sobre la actividad de la Administración.
ARTICULO 25.-IGUALDAD DE TRATO. El funcionario público no debe realizar actos discriminatorios en su relación con el público o con los demás agentes de la Administración. Debe otorgar a todas las personas igualdad de trato en igualdad de situaciones. Se entiende que existe igualdad de situaciones cuando no median diferencias que, de acuerdo con las normas vigentes, deben considerarse para establecer una prelación. Este principio se aplica también a las relaciones que el funcionario mantenga con sus subordinados.
ARTICULO 26.-EJERCICIO ADECUADO DEL CARGO. El ejercicio adecuado del cargo involucra el cumplimiento personal del presente Código, así como las acciones encaminadas a la observancia por sus subordinados.
El funcionario público, mediante el uso de su cargo, autoridad, influencia o apariencia de influencia, no debe obtener ni procurar beneficios o ventajas indebidas, para sí o para otros.
ARTICULO 27.-USO ADECUADO DE LOS BIENES DEL ESTADO. El funcionario público debe proteger y conservar los bienes del Estado. Debe utilizar los que le fueran asignados para el desempeño de sus funciones de manera racional, evitando su abuso, derroche o desaprovechamiento.
ARTICULO 30.-USO DE INFORMACION. El funcionario público debe abstenerse de difundir toda información que hubiera sido calificada como reservada o secreta conforme a las disposiciones vigentes. No debe utilizar, en beneficio propio o de terceros o para fines ajenos al servicio, información de la que tenga conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones y que no esté destinada al público en general.
ARTICULO 31.-OBLIGACION DE DENUNCIAR. El funcionario público debe denunciar ante su superior o las autoridades correspondientes, los actos de los que tuviera conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones y que pudieran causar perjuicio al Estado o constituir un delito o violaciones a cualquiera de las disposiciones contenidas en el presente Código.
ARTICULO 32.-DIGNIDAD Y DECORO. El funcionario público debe observar una conducta digna y decorosa, actuando con sobriedad y moderación. En su trato con el público y con los demás funcionarios, debe conducirse en todo momento con respeto y corrección.
ARTICULO 33.-HONOR. El funcionario público al que se le impute la comisión de un delito de acción pública, debe facilitar la investigación e implementar las medidas administrativas y judiciales necesarias para esclarecer la situación a fin de dejar a salvo su honra y la dignidad de su cargo. Podrá contar con el patrocinio gratuito del servicio jurídico oficial correspondiente.
ARTICULO 34.-TOLERANCIA. El funcionario público debe observar, frente a las críticas del público y de la prensa, un grado de tolerancia superior al que, razonablemente, pudiera esperarse de un ciudadano común.
BENEFICIOS
ARTICULO 36.-BENEFICIOS PROHIBIDOS. El funcionario público no debe, directa o indirectamente, ni para sí ni para terceros, solicitar, aceptar o admitir dinero, dádivas, beneficios, regalos, favores, promesas u otras ventajas en las siguientes situaciones:
a) Para hacer, retardar o dejar de hacer tareas relativas a sus funciones.
b) Para hacer valer su influencia ante otro funcionario público, a fin de que éste haga, retarde o deje de hacer tareas relativas a sus funciones.
c) Cuando resultare que no se habrían ofrecido o dado si el destinatario no desempeñara ese cargo o función.
ARTICULO 37.-PRESUNCIONES. Se presume especialmente que el beneficio está prohibido si proviene de una persona o entidad que:
a) Lleve a cabo actividades reguladas o fiscalizadas por el órgano o entidad en el que se desempeña el funcionario
b) Gestione o explote concesiones, autorizaciones, privilegios o franquicias otorgados por el órgano o entidad en el que se desempeña el funcionario.
c) Sea o pretendiera ser contratista o proveedor de bienes o servicios de la Administración Pública Nacional.
d) Procure una decisión o acción del órgano o entidad en el que se desempeña el funcionario.
e) Tenga intereses que pudieran verse significativamente afectados por la decisión, acción, retardo u omisión del órgano o entidad en el que se desempeña el funcionario.
ARTICULO 38.-EXCEPCIONES. Quedan exceptuados de la prohibición establecida en el Artículo 36 inciso c):
a) Los reconocimientos protocolares recibidos de gobiernos, organismos internacionales o entidades sin fines de lucro, en las condiciones en las que la ley o la costumbre oficial admitan esos beneficios.
ARTICULO 41.-CONFLICTO DE INTERESES. A fin de preservar la independencia de criterio y el principio de equidad, el funcionario público no puede mantener relaciones ni aceptar situaciones en cuyo contexto sus intereses personales, laborales, económicos o financieros pudieran estar en conflicto con el cumplimiento de los deberes y funciones a su cargo.
Tampoco puede dirigir, administrar, asesorar, patrocinar, representar ni prestar servicios, remunerados o no, a personas que gestionen o exploten concesiones o privilegios o que sean proveedores del Estado, ni mantener vínculos que le signifiquen beneficios u obligaciones con entidades directamente fiscalizadas por el órgano o entidad en la que se encuentre desarrollando sus funciones.
ARTICULO

42.-EXCUSACION. El funcionario público debe excusarse en todos aquellos casos en los que pudiera presentarse conflicto de intereses.
ARTICULO 43.-NEPOTISMO O FAVORITISMO. El funcionario público no debe designar parientes o amigos para que presten servicios en la repartición a su cargo prescindiendo del requisito de idoneidad debidamente acreditado.
ARTICULO 44.-ACUMULACION DE CARGOS. El funcionario que desempeñe un cargo en la Administración Pública Nacional no debe ejercer otro cargo remunerado en el ámbito nacional, provincial o local, sin perjuicio de las excepciones que establezcan y regulen los regímenes especiales.
ñ) Funcionarios que intervengan en la gestión de fondos públicos; administren patrimonios públicos o privados por decisión de la Administración Pública Nacional; integren comisiones de adjudicación en procesos licitatorios; sean responsables de la compra o recepción de bienes o de otorgar habilitaciones o autorizaciones.

4.1 La Profesión del Abogado en el Ambiente Judicial.
El ejercicio de la abogacía tiene sus orígenes en la necesidad de las personas de contar con la asistencia, defensa o el asesoramiento de profesionales especializados en el razonamiento de las normas vigentes, brindada por quienes sean más capaces de ofrecerlas frente a controversias, conflictos, situaciones injustas o atropellos, los mismos que los patrocinarán ante estos supuestos. En ello radica el valor de la profesión jurídica. 
Por otro lado, el Diccionario de la Lengua Española define la palabra Abogado como aquella

“persona legalmente autorizada para defender en juicio, por escrito o de palabra, los derechos o intereses de los litigantes y también para dar dictamen sobre las cuestiones o puntos legales que se le consultan. 
De lo que se desprende que, para ejercer la abogacía en sus diferentes campos de acción, se requiere el cumplimiento de determinados requisitos previstos en la ley. 
Retomemos la definición de abogado: Es el licenciado en derecho que ejerce profesionalmente la defensa de las partes en toda clase de procesos, o el asesoramiento y consejo jurídico, tanto judicial como extrajudicialmente.
Abogado de oficio: El artículo 545.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo define como aquél que se designa cuando la parte en el proceso así lo solicita o se niega a designar un abogado, siendo preceptiva su intervención. Tendrá carácter gratuito para quien acredite insuficiencia de recursos para litigar. 
Estos dos tipos de profesionales del derecho de acuerdo a su profesión tienen la obligación de representar dignamente al individuo que solicitó sus servicios jurídicos. El primero de manera privada y el segundo proveído por el Estado.
Los clientes con circunstancias personales y patrimoniales verdaderamente catastróficas; no acuden al profesional hasta la fase terminal de su situación, sólo cuando el asunto está a punto de no tener solución. 
El cliente previsor, el que se anticipa al problema, y lo expone al abogado antes de que aparezcan incumplimientos definitivos, y de una forma concreta, concisa y ordenada, es el que todo abogado desearía tener en su despacho pero el que, desgraciadamente, es más difícil de encontrar. Incluso el mismo cliente que encomienda al abogado una actuación concreta, llega al cabo del tiempo al despacho con otro asunto, del que se auto-asesoró y del que no comentó nada al abogado en su momento porque pensó que podía solucionarlo con la aplicación analógica del otro asunto.
Cuando una persona sin formación jurídica ha de relacionarse con los Tribunales de Justicia, se enfrenta con una compleja realidad, por lo que la elección de un abogado constituye el inicio de una relación contractual basada en la confianza, y de aquí, que se le exija, con independencia de sus conocimientos o del acierto en los planteamientos que ha de realizar en el juicio. 
Pero esta exigencia no se queda en un cuidado en no perjudicar el proceso y en que su conducta no sea la causante directa de un desastre procesal. Y ello es así por cuanto se le exige al abogado la correcta fundamentación fáctica y jurídica de los escritos de alegaciones, la diligente reposición de las pruebas y la cuidadosa atención a la práctica de las mismas, la estricta observancia de los plazos y términos legales, y demás actuaciones que debería utilizar el abogado para que, en principio, pueda vencer en el proceso.
El abogado no debe tener interés en los negocios, el único interés que debe tener, ser buscar la justicia. No se puede asociar con el cliente ni debe prestarse para dar alguna dádiva a los funcionarios públicos o a su contraparte. 
Aparece, pues, perf

ectamente definida la exigencia del profesional del derecho, que tiene un deber de fidelidad con el cliente y que le impone una ejecución óptima del servicio contratado, en este caso del encargo de defensa del cliente con la adecuada preparación tanto en el fondo como en la forma para un cumplimiento correcto y adecuado del servicio profesional. 
La mayoría de las personas tienen la falsa creencia de que el único dilema ético es defender a un culpable; pero toda persona tiene derecho a la defensa, hasta el peor criminal.
Lamentable el hecho de que el abogado se enfrente continuamente con el problema de que su contrario tiene influencia política o económica sobre el juzgador, ya que en algunas ocasiones los juzgadores están al servicio del mejor postor. 

4.2 El Abogado en su estudio profesional para ser Juez.
El primer deber del abogado es tener presente que es un servidor del derecho y un coadyuvante de la justicia y que la esencia de su deber profesional es defender y con estricto apego a las normas morales, los derechos de su cliente. El abogado debe luchar por la legalidad; es un deber importante y responsable buscar el derecho y pugnar por la justicia.
El abogado como juzgador, con lleva, a dictaminar la ley pronta y expedita para la resolución de los conflictos entre particulares y estos con el estado. 
Lo anterior fundamentado en el artículo 7 de la ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Guanajuato: Son atribuciones de quienes ejercen la función jurisdiccional, las siguientes:
I.- Impartir justicia de manera pronta, completa, imparcial y gratuita;
II.- Ajustar sus procedimientos y resoluciones a las leyes aplicables al caso concreto;
III.- Actuar con rectitud y buena fe en todo procedimiento;
IV.- Realizar a petición de parte o de oficio, todas las acciones necesarias para la plena ejecución de sus resoluciones y solicitar, en su caso, el apoyo de las autoridades estatales y municipales;
V.- Auxiliar a la justicia federal y demás autoridades en los términos de las disposiciones legales aplicables.
VI.- Proporcionar a las autoridades competentes con veracidad los datos que soliciten, cuando proceda conforme que soliciten cuando proceda conforme a la ley; y
VII.- Las demás que las leyes les confieran.
Determinar el significado de juez es prioridad incesante, puesto que, es el profesionista especialista y estudioso de la norma jurídica capaz de emitir una resolución dilatoria o condenatoria de un juicio; entonces: el juez es la autoridad pública que sirve en un tribunal de justicia y que se encuentra investido de la potestad jurisdiccional para aplicar la ley y las normas jurídicas.
Así lo menciona el profesor y jurista alemán Caspar Rudolf Von Ihering en su obra, la lucha por el derecho: el abogado debe saber que cuando se vulnera el derecho de uno solo, se agravia y pone en peligro el derecho de todos.
El problema de la realización de los principios del derecho está confiado a la fidelidad del deber de los jueces y su eficacia para sus resoluciones buscando la legalidad de los litigantes procurando sus intereses; si éstos fallan en su servicio, el sentimiento del derecho se vuelve inverosímil y la consecuencia del litigio es la falta de ilegalidad y por ende no llega al cumplimiento de la aplicación del marco jurídico que encierra la sentencia. 
También el juez, en el dominio del derecho tiene que tener una lucha contra la injusticia. Cuando la arbitrariedad y la ilegalidad salen a relucir, es siempre un signo seguro de que los llamados a defender la ley no han cumplido con su deber.
Por eso, todos los jueces están llamados a defender la ley, a ser guardianes y ejecutores de la justicia dentro de su esfera jurisdiccional; por tal motivo, la misión del juzgador es garantizar a los ciudadanos el derecho a ser juzgados legalmente para evitar la arbitrariedad de que puedan ser objetos, y así poder salvaguardar sus derechos constitucionales. 
El que sostiene su derecho, defiende la ley, los intereses y las consecuencias que de ese modo de obrar suyo, va encaminado al desarrollo del buen funcionamiento de los procedimientos judiciales para la aplicación de la norma jurídica y éticamente como profesional, se dará cuenta que esta acción, por tanto, va mucho más allá de su persona.
El Rol y el papel que juega un Juez siempre ha estado amparado por normas y reglamentos previamente establecidas dando origen a su jurisdicción, pero esto no ha sido un impedimento para que pueda con sus acciones sentar precedentes o implementar alguna nueva jurisprudencia encaminada a una mejor interpretación de las leyes y códigos.
Como lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Guanajuato en su artículo 137: La jurisprudencia que sustente el Pleno del Supremo Tribunal Justicia será fuente de interpretación obligatoria para los magistrados y jueces del Estado.
Así como también se encuentra regulada la aplicación de la jurisprudencia por parte de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su precepto 94 párrafo sexto que a la letra dice: La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución, leyes y reglamentos federales o locales y tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano, así como los requisitos para su interrupción y modificación.
Definición de Jurisprudencia: es la correcta interpretación y alcance de los preceptos jurídicos que emite un órgano jurisdiccional al resolver los asuntos que son puestos a su consideración, resultando obligatoria a otros órganos jurisdiccionales de menor jerarquía. 
El sistema jurídico mexicano prevé la figura de la jurisprudencia en los artículos 192 a 197-B de la Ley de Amparo.
Es una figura procesal relativa al juicio de amparo y, como finalidad crear una certeza jurídica para que casos que son puestos a consideración de juzgadores sean resueltos en igual sentido y así evitar criterios contradictorios.
La función del juez es de primordial importancia en la aplicación y la vida del derecho. Son ellos quienes dan contenido a las normas y determinan el derecho que rige en la realidad. Son ellos quienes tienen que tomar en cuenta las convicciones morales, la conciencia prevaleciente de la colectividad y los intereses que tratan de satisfacerse; los cambios en las condiciones sociales y económicas; interpretar las normas de manera que se apegue a los valores, necesidades e imperativos que la realidad, con apego a la justicia le dicte.
El juez es parte importante no sólo en la aplicación sino en la creación y transformación del derecho. El desempeño de su contenido requiere, sin embargo, tanto o más que en el abogado litigante de una conciencia recta, de una imparcialidad absoluta, de lealtad, de honradez, del examen cuidadoso del espíritu de la norma; de la realidad del caso concreto.
El juez es el garante de nuestra seguridad, de nuestra libertad, del orden jurídico y de la realización de la justicia. Por ello se dice que cuando los jueces tienen miedo, ningún ciudadano puede dormir tranquilo.
Profesionalmente el juez, debe seguir con los lineamientos legales que los códigos establecen para la realización de los procedimientos judiciales hasta dictar su fallo conforme a derecho; es así; como sabemos, el juicio está estrechamente ligado a la justicia; el juicio sirve para establecer lo que es justo y relaciona lo honesto con el valor humano y lo que un individuo merece tener. 
El objetivo principal del juez es la resolución de quien tiene la razón sobre un hecho en donde existen intereses encontrados, que condena a quien resulta ser culpable, que descarga y en consecuencia suelta a quien está preso cuando no suele ser culpable, que juzga el accionar y comportamiento de los demás miembros de la sociedad. 
La potestad jurídica que le adjudica el Estado al juez es de una responsabilidad tan importante, que la persona que ejerza la acción jurídica debe tener ciertos valores para ser un buen juez:
1- Moralidad: La augusta majestad de la moral, debe ser norma constante del juez; porque sin la aplicación de sus más elementales principios éticos, su delicada función social pierde su esencia, fundamentada en la equidad y la justicia.
2- Discreción: Callar lo que dicte su conciencia, lo que ve y lo que sabe, respecto de la dignidad de los demás, es deber ineludible a la función de un juez.
3- Honestidad: La conducta de un juez en su vida pública como en su vida privada, debe desenvolverse de espalda a los vicios, y a la corrupción evitando que su más sencilla actuación infrinja la ley y manche su decoro.
4- Probidad: La rectitud de ánimo, la integridad y honradez en el actuar, son cualidades de la hombría de bien que deben primar en un juez.
5- Pulcridad: Entre los atributos que realzan la personalidad de un juez debe existir el de la pulcritud, que consiste en el buen trato para las personas y las cosas, delicadeza, extremado esmero en la conducta, la acción y el habla, y en el aseo personal.
6- Formación: Una de las cualidades más sobresalientes para un juez es haberse afinado en los conocimientos ejercitando sus facultades intelectuales, para ser más comprensivo y ajustado en sus sentencias.
7- Paciencia: Si sufrir y soportar las adversidades y el trabajo sin perturbación del ánimo es ser paciente, un juez, debe serlo, porque con ello templará su espíritu sin caer en la tortura del remordimiento.
8- Independencia: La autonomía de un juez, representa la condición más eficaz para mantener inviolable la potestad de la justicia y el imperio de la ley, conservando inmaculada su sagrada investidura. Un juez independiente juzga sin evasión ni quebramiento de la doctrina.
9- Rectitud: La firmeza de carácter, la verticalidad en sus actos y sus elevados perfiles de la personalidad darán a un juez apoyo y calidad moral para actuar sin apartarse del recto camino de la razón.
10- Justicia: Entre los múltiples atributos, que contribuyen a la honorabilidad de un juez, están los de cumplir invariablemente las normas de imparcialidad, probidad y ecuanimidad, otorgándole sin perjuicios a cada cual, lo que por derecho le pertenece.
El Juez de hoy, no puede ser un simple aplicador de la ley, sino que se le demuestre el hecho o el acto jurídico para aplicar el derecho. El oficio del juez no consiste más que en asegurar una acción jurídica o antijurídica según sea el caso, con la intención de que busque respuestas a los problemas que encierra la aplicación de la norma por la ley misma, acentuándose como un juzgador con carácter, firmeza, decidido, experto y conocedor de los elementos formadores de la ley.
Se predispone entonces, que un juez justo es aquel que vive a diario el diseño actual del proceso jurídico, por tal motivo, su desempeño lo mantiene con la suficiente razón e inteligencia para analizar un texto legal y saber los alcances que puede tener en las acciones donde debe aplicarse, máxime si es de jerarquía constitucional y con la visión que pretende el especialista del derecho y la justicia que estén apegados hacia una forma civilizada y respetuosa de los derechos humanos. Sin embargo, como lo establece el jurista español Roberto Gracia-Calvo Montiel: la función del Juez no es algo meramente mecánico, la visión tradicional del Juez y la exigencia básica de su sumisión a la ley no significa que el Juez no sea un jurista, no significa la esterilización de su profesionalismo y sus ideales de justicia. La interpretación de la Ley implica una importante función valorativa, no sólo técnica, ya que la función del Juez implica también un control de los otros poderes del Estado siempre y cuando la Ley sea consecuencia de una democracia y el Juez no se convierta en un poder político.
La ética del juez en la impartición de justicia se regirá en los preceptos de código de ética del Poder judicial del Estado de Guanajuato.
Artículo 1°.- Las disposiciones de este Código, constituyen un catálogo de principios éticos que orientan la conducta de todos los servidores del Poder Judicial del Estado de Guanajuato en la función de administrar e impartir justicia por las actividades que desempeñan o porque a ellas coadyuvan.
Artículo 2°.- El presente Código tiene la siguiente finalidad:
Establecer los criterios y valores que deben inspirar la conducta ética de los jueces, consejeros, magistrados y demás servidores públicos del Poder Judicial, tendentes a lograr la excelencia del servicio de impartición de justicia, independientemente del cumplimiento de las disposiciones legales que regulan el desempeño de sus funciones;
Artículo 3°.- Es deber de los jueces, consejeros, magistrados y demás servidores del Poder Judicial del Estado conocer y observar el presente Código; así como el compromiso de apegarse a normas de comportamiento tendentes a fomentar una imagen de profesionalismo y respeto, en todos los ámbitos de la vida social y cultural.
El juzgador es independiente en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y se encuentra tan sólo sometido al Derecho y a la ley.
La misión del juzgador es garantizar a los ciudadanos el derecho a ser juzgados con parámetros jurídicos, como forma de evitar la arbitrariedad; observar los valores constitucionales y salvaguardar los derechos fundamentales.
Para hacer efectiva la independencia judicial el juzgador debe rechazar cualquier intento de influencia jerárquica, política, de grupos de presión, de amistad o de cualquier índole, que incida en el trámite o resolución de los asuntos de su conocimiento. 
La imparcialidad del juez es condición personal indispensable para el ejercicio de la función jurisdiccional, debe ser real, efectiva y evidente para la ciudadanía. Tiene su fundamento en el derecho de las partes a ser tratados por igual y no ser discriminados en lo que respecta al desarrollo de la función jurisdiccional, que persigue con objetividad la verdad de los hechos.
El juzgador tiene el deber de cumplir y hacer cumplir el principio del debido proceso, incluyendo el derecho de impugnación, constituyéndose en garante de los derechos de las partes y, en particular, velando porque se les dispense un trato igualitario que evite desequilibrio en el desarrollo del proceso, motivado por la diferencia de condiciones de cualquier índole y, en general, toda situación de indefensión.
El fin primordial de la actividad judicial es realizar la justicia y la equidad por medio del Derecho. 
El juzgador equitativo es el que, observando el Derecho vigente, toma en cuenta las peculiaridades del caso y lo resuelve basándose en criterios razonables con los principios y valores del ordenamiento jurídico, el juez deberá orientarse por consideraciones de prudencia, justicia y equidad a favor de la parte que fundamente su pretensión conforma a derecho.

4.3 Justicia Retardada.
Todos los sistemas procesales buscan hacer realidad la justicia. En todo sistema procesal es realizar la justicia con el objetivo de llegar a decisiones que den a las partes que litigan ante el tribunal lo que legalmente les pertenece. 
Para realizar la justicia, por lo tanto, el juez tiene que determinar la verdad de los hechos y entonces aplicar correctamente el derecho, logrando la rectitud en la decisión, lo que requiere la correcta aplicación del derecho en los hechos fundamentados.
Así como la acción del juez en la decisión, o la verdad legal, constituyen el objetivo del procedimiento judicial, también se reconoce que nuestros procedimientos no son perfectos para alcanzarla. 
Siempre hay limitantes a la capacidad procesal para alcanzar la rectitud en la decisión. En tal virtud, el proceso puede ser justo aunque ciertas decisiones individuales, alcanzadas por su medio, sean erróneas.
No podemos esperar una justicia perfecta, pero podemos y debemos esperar un proceso justo. Sin embargo, la pregunta surge: ¿qué es un proceso justo? Desde
que la rectitud en la decisión es, como hemos visto, el requisito básico, todo sistema procesal debe prever los pasos necesarios para llegar a decisiones que sean correctas, tanto en los hechos como en el derecho. 
Un proceso por medio del cual el juez realice un proceso injusto, porque falla en su objetivo principal, que es el de dar a aquellos que buscan lo que se les debe por derecho. Por lo tanto, podemos dar por sentado que todos los fallos dictados por los jueces buscan lograr la justicia.
Nuestra confianza en la conformidad de las decisiones individuales con los hechos y el derecho es simplemente una función de si estamos satisfechos con las medidas adoptadas en el procedimiento y si éstas son adecuadas para asegurar un nivel razonable de rectitud en la decisión.
Ciertamente, la apariencia de justicia es también importante, pero no altera el hecho de que en la base de todo proceso está el objetivo de alcanzar la verdad. 
Las normas como las que regulan el emplazamiento, que definen el
litigio, que regulan el ofrecimiento y el desahogo de las pruebas y que establecen las reglas para la presentación de los testimonios, todas ellas son diseñadas para facilitar una correcta delimitación de los hechos y del derecho aplicable. 
Hay una observación más que debe hacerse con relación a la rectitud en la decisión. Un juicio parcial, o emitido con prejuicios, puede distorsionar la verdad o la aplicación del derecho y, así, minar la imparcialidad en la decisión. 
Pero no son solamente los jueces quienes pueden distorsionar la rectitud de sus decisiones: los procedimientos también pueden hacerlo, ya que, como hemos visto, son imperfectos y susceptibles de errores. Dado que siempre existe el riesgo del error, la justicia exige que este riesgo sea distribuido de manera igual entre los distintos litigantes. 
Ser tratado de manera igual es un requisito básico de la justicia. Con esto no se sugiere que tanto los actores como los demandados sean tratados igual frente a frente. Claramente no lo son, porque uno ganará mientras que el otro perderá. 
El requisito de tratar a los litigantes como iguales significa que ninguno de ellos puede ser discriminado en el procedimiento judicial. 
Significa que a ninguno se le debe dar un trato preferencial comparado con el otro, significa que ninguna parte está sujeta a un riesgo de error mayor comparado con la contraparte. En resumen, significa que todos son iguales ante la ley en el sentido de que las normas procesales no distorsionarán la aplicación del derecho a los hechos en favor de un litigante determinado.
En la misma forma que un proceso justo no puede ser completamente indiferente a la verdad, tampoco puede ser completamente indiferente al retraso que provoca
la utilidad práctica de las decisiones. 
Uno de los objetivos del juez es, precisamente, enderezar lo que se encuentra mal. Por lo tanto, la justicia exige que las decisiones judiciales sean emitidas en un plazo de tiempo en el que puedan todavía remediar lo que se ha hecho mal o, si el mal no se ha hecho, en un periodo de tiempo en el que pueda prevenírsele. Una decisión judicial correcta que llegue demasiado tarde afecta los intereses de la parte que haya ganado.
Cierto es que hay otros factores que influyen en la rectitud de la decisión, tales como la racionalidad del proceso y la integridad de los jueces. 
Sin embargo, el punto es que mientras más recursos se inviertan en mejorar los procedimientos, mayor será su calidad y mayor será su contribución a las resoluciones judiciales.
Resoluciones Judiciales: El artículo 225 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato las define: son decretos, autos o sentencias: decretos, si se refieren a simples determinaciones de trámite; autos, cuando decidan cualquier punto dentro del negocio, y sentencias, cuando decidan el fondo del negocio.

4.4 Influencias sobre el Juzgador.
Se encuentra el deber del abogado de no tratar de ejercer influencia sobre el juez, interponiendo su relación amistosa, familiar o política usando recomendaciones o recurriendo a otro medio dilatorio que entorpezca la resolución a favor del primero sin la utilización de los razonamientos jurídicos correspondientes.
La situación en que se encuentra un juez en el accionar jurídico-procesal está encaminada y envuelta en circunstancias de ilegalidad con el propósito de agilizar o llegar a una resolución favorable a algunas de las partes en el litigio procesal. 
Por tal situación, en el presente capítulo nos enfocaremos a los actos antijurídicos en que puede caer el juzgador faltando a su ética profesional, y son los siguientes: 
1.- Tráfico de influencias: en lo que se refiere al juez como servidor público, el Código Penal del Estado de Guanajuato en su artículo 258 ha regulado como delito el tráfico de influencias que se comete por el servidor público: Se impondrá de seis meses a cuatro años de prisión, de treinta a ciento cincuenta días multa, destitución e inhabilitación para desempeñar el empleo, cargo o comisión hasta por cuatro años, al servidor público que por sí o por interpósita persona:
I.- Promueva o gestione la tramitación o resolución ilícita de negocios públicos ajenos a las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión;
II.- Indebidamente solicite o promueva alguna resolución o la realización de cualquier acto materia del empleo, cargo o comisión de otro servidor público que produzca beneficios económicos para sí, su cónyuge concubino, pariente consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, cualquier tercero con el que tenga vínculos afectivos, económicos o de dependencia administrativa directa, socios o sociedades de las que el agente o las personas antes referidas forman parte;
III.- Valiéndose de la información que posea por razón de su empleo, cargo o comisión, sea o no materia de sus funciones y que no sea del conocimiento público, haga inversiones, enajenaciones, adquisiciones o cualquier otro acto que le produzca algún beneficio económico al servidor público o a alguna de las personas mencionadas en la fracción anterior.
2.- El cohecho: El código penal para el estado de Guanajuato en su artículo 247 lo tipifica de la siguiente manera: Al servidor público que solicite, reciba o acepte promesas de dinero, dádivas o ventajas pecuniarias para hacer u omitir un acto lícito o ilícito relacionado con sus funciones, se le aplicará prisión de uno a seis años, de diez a cien días multa e inhabilitación hasta por cinco años para desempeñar cualquier función Pública.
A quien dé o prometa dinero, dádivas o ventajas pecuniarias a un servidor público para que haga u omita un acto lícito o ilícito relacionado con sus funciones, se le aplicará una pena de prisión de las dos terceras partes de la Sanción establecida en el párrafo anterior.
Delito de peculado: Al servidor Público que disponga de un bien que hubiere recibido en razón de su cargo, se le impondrá de dos a diez años de prisión y de sesenta a doscientos días multa; así como destitución del empleo o cargo e inhabilitación por el mismo término de la pena privativa de libertad impuesta.
Siguiendo su ética profesional, el juzgador no debe caer en las influencias mencionadas por parte de los abogados, y si así lo hiciera, se estaría perdiendo la credibilidad de su envestidura que la máxima ley federal le ha conferido y por consiguiente, el estado de derecho que es precisamente el objetivo de la actividad jurisdiccional para poder establecer la legalidad la justicia y la libertad en favor de los gobernados. 

4.5 Mandamientos de los Jueces.
Comenta José Campillo Sáinz a este respecto: Así como Couture hizo los mandamientos del abogado, pensaría que Cervantes ha hecho los mandamientos de los jueces, en los preceptos que don Quijote da a Sancho Panza cuando va a gobernar la Ínsula de Barataria y que dicen: 
Nunca te guíes por la ley del encaje, que suele tener mucha cabida con los ignorantes que presumen de agudos.
Hallen en ti más compasión las lágrimas del pobre, pero no más justicia, que las informaciones del rico.
Procura descubrir la verdad por entre las promesas y dádivas del rico como por entre los sollozos e importunidades del pobre.
Cuando pudiere y debiere tener lugar la equidad, no cargues todo el rigor de la ley al delincuente: que no es mejor que la fama del juez riguroso que la del compasivo.
Si acaso doblares la vara de la justicia, no sea con el peso de la dádiva, sino con la de la misericordia.
Cuando te sucediere juzgar algún pleito de algún tu enemigo, aparta las mientes de la injuria, y ponlas en la verdad del caso.
No se te ciegue la pasión propia en la causa ajena; que los yerros que en ella hicieres, las más veces serán sin remedio; y si le tuvieren, será a costa de tu crédito, y aun de tu hacienda.
Si alguna mujer hermosa viniere a pedirte justicia, quita los ojos de sus lágrimas y tus oídos de sus gemidos, y considera de espacio la sustancia de lo que pide, sino quieres que te anegue tu razón en su llanto y tu bondad en sus suspiros.
Al que has de castigar con obras no trates mal con palabras, pues le basta al desdichado la pena del suplicio, sin la añadidura de las malas razones.
Al culpado que cayere debajo de tu jurisdicción considérale hombre miserable, sujeto a las condiciones de la depravada naturaleza nuestra, y en todo en cuanto fuere de tu parte, si hacer agravio a la contraria, muéstratele piadoso y clemente, porque aunque los atributos de Dios todos son iguales, mas resplandece y campea a nuestro ver el de la misericordia que el de la justicia.
El juez que solicita o acepta dádivas; que inclina su criterio a las influencias o recomendaciones; que se somete al poderoso, que viola conscientemente la Ley, que retarda la justicia; que se doblega ante el temor o la ambición, está envileciendo un magisterio que es sagrado y prostituyendo la más noble de las profesiones.


CAPITULO 5
Consecuencias jurídicas por falta de ética profesional del abogado
5.1 Delitos de Abogados.
El artículo 265 del código penal para el Estado de Guanajuato, establece:
Se impondrá prisión de un mes a dos años, de diez a cincuenta días multa y suspensión hasta de dos años del derecho de ejercer la actividad profesional a quien:
I.- Abandone una defensa o negocio sin motivo justificado;
II.- Asista a dos o más partes con intereses opuestos en un mismo negocio o negocios conexos o acepte el patrocinio de una y admita después el de la otra;
III.- Procure consecuencias nocivas para su cliente o representado;
IV.- Alegue a sabiendas hechos falsos; y
V.- Procure dilaciones procesales notoriamente ilegales.
5.2 Delitos contra la Administración de Justicia.
Delitos contra la autoridad y contra la administración de justicia. Atentados contra la autoridad, sus agentes y los funcionarios. Resistencia y desobediencia. Los desórdenes públicos. Delitos contra la administración de justicia. 

Abordamos en este tema el estudio concreto de las conductas tipificadas relacionadas con la autoridad, sus agentes y los funcionarios públicos, dedicando especial atención a los delitos contra la Administración de Justicia. Otros aspectos de nuestro estudio serán la resistencia, la desobediencia y los desórdenes públicos.
Al finalizar el estudio, el opositor deberá ser capaz de conocer:
La regulación de los atentados contra la autoridad, sus agentes y los funcionarios públicos
El régimen jurídico básico de las conductas de resistencia y desobediencia
El régimen jurídico básico de los desórdenes públicos
La tipología de los delitos contra la Administración de Justicia.
1. ATENTADOS CONTRA LA AUTORIDAD, SUS AGENTES Y LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS
1.1. CONCEPTOS
A los efectos penales se reputará autoridad al que por sí solo o como miembro de alguna corporación, tribunal u órgano colegiado tenga mando o ejerza jurisdicción propia. En todo caso, tendrán la consideración de autoridad los miembros del Congreso de los Diputados, del Senado, de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y del Parlamento Europeo. Se reputará también autoridad a los funcionarios del Ministerio Fiscal.
Son reos de atentado los que acometan a la autoridad, a sus agentes o funcionarios públicos, o empleen fuerza contra ellos, los intimiden gravemente o les hagan resistencia activa también grave, cuando se hallen ejecutando las funciones de sus cargos o con ocasión de ellas. 
En el caso de hallarse constituido en autoridad el que cometa cualquiera de los delitos que veremos a continuación, la pena de inhabilitación que estuviese prevista en cada caso se sustituirá por la inhabilitación absoluta por tiempo de diez a quince años, salvo que dicha circunstancia esté específicamente contemplada en el tipo penal de que se trate.
1.2. PENAS
Los atentados anteriores serán castigados con las penas de prisión de dos a cuatro años y multa de tres a seis meses si el atentado fuera contra autoridad y de prisión de uno a tres años en los demás casos.
No obstante, si la autoridad contra la que se atentare fuera miembro del Gobierno, de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, del Congreso de los Diputados, del Senado o de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, de las Corporaciones locales, del Consejo General del Poder Judicial o Magistrado del Tribunal Constitucional, se impondrá la pena de prisión de cuatro a seis años y multa de seis a doce meses. Se impondrán las penas superioresen grado a las respectivamente previstas en el anteriormente siempre que en el atentado concurra alguna de las circunstancias siguientes:
Si la agresión se verificara con armas u otro medio peligroso.
Si el autor del hecho se prevaliera de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público.
La provocación, la conspiración y la proposición para cualquiera de los delitos anteriores, será castigada con la pena inferior en uno o dos grados a la del delito correspondiente.
2. RESISTENCIA Y DESOBEDIENCIA
El que maltratare de obra o hiciere resistencia activa grave a fuerza armada en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas, será castigado con las penas establecidas en los artículos 551 y 552 del Código Penal, en sus respectivos casos.
A estos efectos, se entenderán por fuerza armada los militares que, vistiendo uniforme, presten un servicio que legalmente esté encomendado a las Fuerzas Armadas y les haya sido reglamentariamente ordenado.
Las penas previstas en los Artículos 551 y 552 del Código Penal se impondrán en un grado inferior, en sus respectivos casos, a los que acometan o intimiden a las personas que acudan en auxilio de la autoridad, sus agentes o funcionarios.
Los que, sin estar comprendidos en el artículo 550 del Código Penal, resistieren a la autoridad o sus agentes, o los desobedecieren gravemente, en el ejercicio de sus funciones, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año.
3. DESÓRDENES PÚBLICOS
Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años los que, actuando en grupo, y con el fin de atentar contra la paz pública, alteren el orden público causando lesiones a las personas, produciendo daños en las propiedades, obstaculizando las vías públicas o los accesos a las mismas de manera peligrosa para los que por ellas circulen, o invadiendo instalaciones o edificios, sin perjuicio de las penas que les puedan corresponder conforme a otros preceptos del Código Penal.
Serán castigados con la pena de arresto de siete a veinticuatro fines de semana o multa de tres a doce meses, los que perturben gravemente el orden en la audiencia de un Tribunal o Juzgado, en los actos públicos propios de cualquier autoridad o corporación, en colegio electoral, oficina o establecimiento público, centro docente, o con motivo de la celebración de espectáculos deportivos o culturales.
Los que perturben gravemente el orden público con objeto de impedir a alguna persona el ejercicio de sus derechos cívicos, serán castigados con las penas de multa de tres a doce meses y de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a seis años.
Los que causaren daños que interrumpan, obstaculicen o destruyan líneas o instalaciones de telecomunicaciones o la correspondencia postal, serán castigados con la pena de prisión de uno a cinco años.
En la misma pena incurrirán los que causen daños en vías férreas u originen un grave daño para la circulación ferroviaria de alguna de las formas previstas en el artículo 382 del Código Penal.
Igual pena se impondrá a los que dañen las conducciones o transmisiones de agua, gas o electricidad para las poblaciones, interrumpiendo o alterando gravemente el suministro o servicio.
El que, con ánimo de atentar contra la paz pública, afirme falsamente la existencia de aparatos explosivos u otros que puedan causar el mismo efecto, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año o multa de seis a dieciocho meses, atendida la alarma o alteración de la orden efectivamente producida.
4. DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
4.1. PREVARICACIÓN
El Juez o Magistrado que, a sabiendas, dictare sentencia o resolución injusta será castigado:
Con la pena de prisión de uno a cuatro años si se trata de sentencia injusta contra el reo en causa criminal por delito y la sentencia no hubiera llegado a ejecutarse, y con la misma pena en su mitad superior y multa de doce a veinticuatro meses si se ha ejecutado. En ambos casos se impondrá, además, la pena de inhabilitación absoluta por tiempo de diez a veinte años.
Con la pena de multa de seis a doce meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a diez años, si se tratara de una sentencia injusta contra el reo dictada en proceso por falta.
Con la pena de multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de diez a veinte años, cuando dictara cualquier otra sentencia o resolución injustas.
El Juez o Magistrado que por imprudencia grave o ignorancia inexcusable dictara sentencia o resolución manifiestamente injusta incurrirá en la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de dos a seis años.
El Juez o Magistrado que se negase a juzgar, sin alegar causa legal, o so pretexto de oscuridad, insuficiencia o silencio de la Ley, será castigado con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis meses a cuatro años.
En la misma pena incurrirá el Juez, Magistrado o Secretario Judicial culpable de retardo malicioso en la Administración de Justicia. Se entenderá por malicioso el retardo provocado para conseguir cualquier finalidad ilegítima.
Cuando el retardo sea imputable a funcionario distinto de los mencionados en el apartado anterior, se le impondrá la pena indicada, en su mitad inferior.
4.2. OMISIÓN DE LOS DEBERES DE IMPEDIR DELITOS O DE PROMOVER SU PERSECUCIÓN
El que, pudiendo hacerlo con su intervención inmediata y sin riesgo propio o ajeno, no impidiere la comisión de un delito que afecte a las personas en su vida, integridad o salud, libertad o libertad sexual, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años si el delito fuera contra la vida, y la de multa de seis a veinticuatro meses en los demás casos, salvo que al delito no impedido le correspondiera igual o menor pena, en cuyo caso se impondrá la pena inferior en grado a la de aquél.
En las mismas penas incurrirá quien, pudiendo hacerlo, no acuda a la autoridad o a sus agentes para que impidan un delito de los previstos en el apartado anterior y de cuya próxima o actual comisión tenga noticia.
4.3. ENCUBRIMIENTO
Será castigado con lapena de prisión de seis meses a tres años el que, con conocimiento de la comisión de un delito y sin haber intervenido en el mismo como autor o cómplice, interviniere con posterioridad a su ejecución, de alguno de los modos siguientes:
Auxiliando a los autores o cómplices para que se beneficien del provecho, producto o precio del delito, sin ánimo de lucro propio.
Ocultando, alterando o inutilizando el cuerpo, los efectos o los instrumentos de un delito, para impedir su descubrimiento.
Ayudando a los presuntos responsables de un delito a eludir la investigación de la autoridad o de sus agentes, o a sustraerse a su busca o captura, siempre que concurra alguna de las circunstancias siguientes:
( Que el hecho encubierto sea constitutivo de traición, homicidio del Rey, de cualquiera de sus ascendientes o descendientes, de la Reina consorte o del consorte de la Reina, del Regente o de algún miembro de la Regencia, o del Príncipe heredero de la Corona, genocidio, rebelión, terrorismo u homicidio.
( Que el favorecedor haya obrado con abuso de funciones públicas. En este caso se impondrá, además de la pena de privación de libertad, la de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de dos a cuatro años si el delito encubierto fuere menos grave, y la de inhabilitación absoluta por tiempo de seis a doce años si aquél fuera grave.
En ningún caso podrá imponerse pena privativa de libertad que exceda de la señalada al delito encubierto. Si éste estuviera castigado con pena de otra naturaleza, la pena privativa de libertad será sustituida por la de multa de seis a veinticuatro meses, salvo que el delito encubierto tenga asignada pena igual o inferior a ésta, en cuyo caso se impondrá al culpable la pena de aquel delito en su mitad inferior.
Las disposiciones anteriores se aplicarán aún cuando el autor del hecho encubierto sea irresponsable o esté personalmente exento de pena.
Están exentos de las penas impuestas a los encubridores los que lo sean de su cónyuge o de persona a quien se hallen ligados de forma estable por análoga relación de afectividad, de sus ascendientes, descendientes, hermanos, por naturaleza, por adopción, o afines en los mismos grados, con la sola excepción de los encubridores que se hallen comprendidos en el supuesto del número 1.º del Artículo 451 del Código Penal.
4.4. REALIZACIÓN ARBITRARIA DEL PROPIO DERECHO
El que, para realizar un derecho propio, actuando fuera de las vías legales, empleare violencia, intimidación o fuerza en las cosas, será castigado con la pena de multa de seis a doce meses.
Se impondrá la pena superior en grado si para la intimidación o violencia se hiciera uso de armas u objetos peligrosos.
4.5. ACUSACIÓN Y DENUNCIA FALSAS Y DE LA SIMULACIÓN DE DELITOS
Los que, con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad, imputaren a alguna persona hechos que, de ser ciertos, constituirían infracción penal, si esta imputación se hiciera ante funcionario judicial o administrativo que tenga el deber de proceder a su averiguación, serán sancionados:
Con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de doce a veinticuatro meses, si se imputara un delito grave.
Con la pena de multa de doce a veinticuatro meses, si se imputara un delito menos grave.
Con la pena de multa de tres a seis meses, si se imputara una falta.
No podrá procederse contra el denunciante o acusador sino tras sentencia firme o auto también firme, de sobreseimiento o archivo del Juez o Tribunal que haya conocido de la infracción imputada. Estos mandarán proceder de oficio contra el denunciante o acusador siempre que de la causa principal resulten indicios bastantes de la falsedad de la imputación, sin perjuicio de que el hecho pueda también perseguirse previa denuncia del ofendido.
El que, ante alguno de los funcionarios anteriores, simulare ser responsable o víctima de una infracción penal o denunciare una inexistente, provocando actuaciones procesales, será castigado con la multa de seis a doce meses.
4.6. FALSO TESTIMONIO
El testigo que faltare a la verdad en su testimonio en causa judicial, será castigado con las penas de prisión de seis meses a dos años y multa de tres a seis meses.
Si el falso testimonio se diera en contra del reo en causa criminal por delito, las penas serán de prisión de uno a tres años y multa de seis a doce meses. Si a consecuencia del testimonio hubiera recaído sentencia condenatoria, se impondrán las penas superiores en grado.
Las mismas penas se impondrán si el falso testimonio tuviera lugar ante Tribunales Internacionales que, en virtud de Tratados debidamente ratificados conforme a la Constitución Española, ejerzan competencias derivadas de ella, o se realizara en España al declarar en virtud de comisión rogatoria remitida por un Tribunal extranjero.
Las penas precedentes se impondrán en su mitad superior a los peritos o intérpretes que faltaren a la verdad maliciosamente en su dictamen o traducción, los cuales serán, además, castigados con la pena de inhabilitación especial para profesión u oficio, empleo o cargo público, por tiempo de seis a doce años.
Cuando el testigo, perito o intérprete, sin faltar sustancialmente a la verdad, la alterare con reticencias, inexactitudes o silenciando hechos o datos relevantes que le fueran conocidos, será castigado con la pena de multa de seis a doce meses y, en su caso, de suspensión de empleo o cargo público, profesión u oficio, de seis meses a tres años.
El que presentare a sabiendas testigos falsos o peritos o intérpretes mendaces, será castigado con las mismas penas anteriores.
La misma pena se impondrá al que conscientemente presente en juicio elementos documentales falsos. Si el autor del hecho lo hubiera sido además de la falsedad, se impondrá la pena correspondiente al delito más grave en su mitad superior.
Si el responsable de este delito fuese abogado, procurador, graduado social o representante del Ministerio Fiscal, en actuación profesional o ejercicio de su función, se impondrá en cada caso la pena en su mitad superior y la de inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio, por tiempo de dos a cuatro años.
Quedará exento de pena el que, habiendo prestado un falso testimonio en causa criminal, se retracte en tiempo y forma, manifestando la verdad para que surta efecto antes de que se dicte sentencia en el proceso de que se trate. Si a consecuencia del falso testimonio, se hubiese producido la privación de libertad, se impondrán las penas correspondientes inferiores en grado.
4.7. OBSTRUCCIÓN A LA JUSTICIA Y LA DESLEALTAD PROFESIONAL
El que, citado en legal forma, dejare voluntariamente de comparecer, sin justa causa, ante un Juzgado o Tribunal en proceso criminal con reo en prisión provisional, provocando la suspensión del juicio oral, será castigado con la pena de arresto de doce a dieciocho fines de semana y multa de seis a nueve meses. En la pena de multa de seis a nueve meses incurrirá el que, habiendo sido advertido lo hiciere por segunda vez en causa criminal sin reo en prisión, haya provocado o no la suspensión.
Si el responsable de este delito fuese abogado, procurador o representante del Ministerio Fiscal, en actuación profesional o ejercicio de su función, se le impondrá la pena en su mitad superior y la de inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio, por tiempo de dos a cuatro años.
Si la suspensión tuviere lugar, como consecuencia de la incomparecencia del Juez o miembro del Tribunal o de quien ejerza las funciones de Secretario Judicial, se impondrá la pena de arresto de dieciocho a veinticuatro fines de semana, multa de seis a doce meses de inhabilitación especial por tiempo de dos a cuatro años.
El que con violencia o intimidación intentare influir directa o indirectamente en quien sea denunciante, parte o imputado, abogado, procurador, perito, intérprete o testigo en un procedimiento para que modifique su actuación procesal, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años y multa de seis a veinticuatro meses.
Si el autor del hecho alcanzara su objetivo se impondrá la pena en su mitad superior.
Iguales penas se impondrán a quien realizare cualquier acto atentatorio contra la vida, integridad, libertad, libertad sexual o bienes, como represalia contra las personas citadas en el apartado anterior, por su actuación en procedimiento judicial, sin perjuicio de la pena correspondiente a la infracción de que tales hechos sean constitutivos.
El que, interviniendo en un proceso como abogado o procurador, con abuso de su función, destruyere, inutilizare u ocultare documentos o actuaciones de los que haya recibido traslado en aquella calidad, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años, multa de siete a doce meses e inhabilitación especial para su profesión, empleo o cargo público de tres a seis años.
Si los hechos descritos fueran realizados por un particular, la pena será de multa de tres a seis meses. 
El abogado o procurador que revelare actuaciones procesales declaradas secretas por la autoridad judicial, será castigado con las penas de multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo, cargo público, profesión u oficio de uno a cuatro años.
Si la revelación de las actuaciones declaradas secretas fuese realizada por el Juez o miembro del Tribunal, representante del Ministerio Fiscal, Secretario Judicial o cualquier funcionario al servicio de la Administración de Justicia, se le impondrán las penas previstas en el Artículo 417 del Código Penal en su mitad superior.
Si la conducta descrita en el apartado primero fuere realizada por cualquier otro particular que intervenga en el proceso, la pena se impondrá en su mitad inferior.
El abogado o procurador que, habiendo asesorado o tomado la defensa o representación de alguna persona, sin el consentimiento de ésta defienda o represente en el mismo asunto a quien tenga intereses contrarios, será castigado con la pena de multa de seis a doce meses e inhabilitación especial para su profesión de dos a cuatro años.
El abogado o procurador que, por acción u omisión, perjudique de forma manifiesta los intereses que le fueren encomendados será castigado con las penas de multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo, cargo público, profesión u oficio de uno a cuatro años.
Si los hechos fueran realizados por imprudencia grave, se impondrán las penas de multa de seis a doce meses e inhabilitación especial para su profesión de seis meses a dos años.
4.8. QUEBRANTAMIENTO DE CONDENA
Los que quebrantaren su condena, medida de seguridad, prisión, medida cautelar, conducción o custodia, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año si estuvieran privados de libertad, y con la multa de doce a veinticuatro meses en los demás casos.
Los sentenciados o presos que se fugaren del lugar en que estén recluidos, haciendo uso de violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas o tomando parte en motín, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a cuatro años.
El particular que proporcionare la evasión a un condenado, preso o detenido, bien del lugar en que esté recluido, bien durante su conducción, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año y multa de doce a veinticuatro meses.
Si se empleara al efecto violencia o intimidación en las personas, fuerza en las cosas o soborno, la pena será de prisión de seis meses a cuatro años.
Si se tratara de alguna de las personas citadas en el Artículo 454 del Código Penal, se les castigará con la pena de multa de tres a seis meses, pudiendo en este caso el Juez o Tribunal imponer tan sólo las penas correspondientes a los daños causados o a las amenazas o violencias ejercidas.
Se impondrá la pena superior en grado, en sus respectivos casos, si el culpable fuera un funcionario público encargado de la conducción o custodia de un condenado, preso o detenido. El funcionario será castigado, además, con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público de seis a diez años si el fugitivo estuviera condenado por sentencia ejecutoria, y con la inhabilitación especial para empleo o cargo público de tres a seis años en los demás casos. 
5.3 Responsabilidad Administrativa.
5.2 El Derecho al servicio del hombre

Conclusiones
Es muy fácil tener prepotencia, intransigencia y estupidez para iniciar una pelea, pero se necesita mucha valentía y determinación para perdonar o pedir reconocer cuando estamos equivocados.
Afectar a alguien por defender los ideales de un cliente sin fundamentos legales, es suicidar nuestra conciencia y la convivencia humana.
La abogacía, no es algo que puedas sentir o decir cuando todo está calmado y en paz. Cuando el abogado ejerce su profesión, demuestra procurar el bien de los demás, satisfaciendo sus necesidades al disfrutar del triunfo de aquellos que son objeto de su responsabilidad.
El abogado debe actuar con honestidad, lealtad, honorabilidad y rectitud solo así sería admirado por la sociedad, como servidor del derecho y coadyuvante de la justicia. 
El estudio, la comprensión y el respeto por los derechos de tus clientes o tus colegas es el principio de la paz del bien común dentro del derecho mexicano.
Concluimos con el decálogo del abogado plasmado por el abogado uruguayo Eduardo Juan Couture:
1. Estudia: El derecho se transforma constantemente. Si no sigues sus pasos, serás cada día un poco menos abogado.
2. Piensa: El derecho se aprende estudiando, pero se ejerce pensando.
3. Trabajo: La abogacía es una ardua fatiga puesta al servicio de las causas justas.
4. Procura la justicia: Tu deber es luchar por el derecho; pero el día en que encuentres en conflicto el derecho con la justicia, lucha por la justicia.
5. Se leal: Leal con tu cliente, al que no debes abandonar hasta que comprendas que es indigno de ti. Leal para con el adversario, aun cuando él sea desleal contigo. Leal para con el juez, que ignora los hechos y debe confiar en lo que tú dices; y que, en cuanto al derecho, alguna que otra vez debe confiar en el que tú le invocas.
6. Tolera: Tolera la verdad ajena en la misma medida en que quieres que sea tolerada la tuya.
7. Ten paciencia: En el derecho, el tiempo se venga de las cosas que se hacen sin su colaboración.
8. Ten fe: Ten fe en el derecho, como el mejor instrumento para la convivencia humana; en la justicia, como destino normal del derecho; en la paz, como sustitutivo bondadoso de la justicia. Y sobre todo, ten fe en la libertad, sin la cual no hay derecho, ni justicia ni paz.
9. Olvida: La abogacía es una lucha de pasiones. Si en cada batalla fueras cargando tu alma de rencor, llegará un día en que la vida será imposible para ti. Concluido el combate, olvida tan pronto tu victoria como tu derrota.
10. Ama tu profesión: Trata de considerar la abogacía de tal manera, que el día en que tu hijo te pida consejo sobre su destino, consideres un honor para ti, proponerle que se haga abogado.
MUCHAS GRACIAS.
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